
ACTOS LEGISLATIVOS 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2023 
(julio 24) 

por medio del cual se modifica la Constitución Política de 
Colombia y se establece la jurisdicción agraria y rural 

DECRETA: 
Art. 1°. Ver inciso primero del artículo 116 de la 

Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 03 de 2002, art. 1°. 

Art. 2°. Adiciónese al Título VIII de la Constitu-
ción Política de Colombia (De la Rama Judicial) el 
Capítulo III-A, “De la Jurisdicción Agraria y Rural”, en 
los siguientes términos: 

Capítulo III-A 
DE LA JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL 

Art. 238A. Creación. La ley determinará su com-
petencia y funcionamiento, así como el procedimiento 
especial agrario y rural, con base en los principios y 
criterios del derecho agrario señalados en la ley, y 
con la garantía del acceso efectivo a la justicia y la 
protección a los campesinos y a los grupos étnicos: 
Comunidades negras o afrocolombianas, palenque-
ras, raizales, pueblos y comunidades indígenas, 
comunidad ROM y las víctimas del conflicto armado. 

Art. 3°. El Consejo Superior de la Judicatura, im-
plementará de manera gradual y progresiva dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la promulgación del 
presente Acto Legislativo, la creación de los tribuna-
les y juzgados agrarios y rurales, los cuales conoce-
rán los asuntos que le son propios sin perjuicio de las 
leyes que desarrollen y reglamenten la Jurisdicción 
Agraria y Rural. El Consejo Superior de la Judicatura 
coordinará la creación de estos despachos, teniendo 
en cuenta las zonas focalizadas por el Ministerio de 
Agricultura y el Ministerio de Justicia y del Derecho, 
en función de los volúmenes demográficos y rurales, 
las zonas PDET y la demanda de justicia sobre estos 
asuntos, entre otros. El Gobierno Nacional garantiza-
rá los recursos para su implementación. 

Art. 4°. El Congreso de la República tramitará y 
expedirá en la siguiente legislatura la ley por medio 
de la cual se establezca la estructura, funcionamiento 
y competencias de la Jurisdicción Agraria y Rural, así 
como el procedimiento especial agrario y rural. 

Art. 5°. El presente Acto Legislativo entrará en 
vigencia en la fecha de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2023 
(julio 6) 

por medio del cual se modifica el artículo 138 de la Constitución 
Política de Colombia de 1991 

DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 138 de la Constitución Política 
quedará así: 

Sesiones ordinarias y extraordinarias. El Congre-
so, por derecho propio se reunirá en sesiones ordina-
rias, durante dos períodos por año, que constituirán 
una sola legislatura. El primer período de sesiones 
comenzará el 20 de julio y terminará el 16 de diciem-
bre; el segundo período iniciará el 16 de febrero y 
concluirá el 20 de junio. 

Entre el 16 de febrero y el 15 de marzo no po-
drán tramitarse proyectos de leyes estatutarias ni 
reformas a la Constitución. 

En el período de sesiones en el que se lleven a 
cabo las elecciones al Congreso de la República, este 
período iniciará el 16 de marzo y concluirá el 20 de 
junio. 

Si por cualquier causa el Congreso no pudiese re-
unirse en las fechas indicadas, lo hará tan pronto como 
fuese posible, dentro de los períodos respectivos. 

También se reunirá el Congreso en sesiones ex-
traordinarias, por convocatoria del Gobierno y durante 
el tiempo que éste señale. En el curso de ellas sólo 
podrá ocuparse de los asuntos que el Gobierno 
someta a su consideración, sin perjuicio de la función 
de control político que le es propia, la cual podrá 
ejercer en todo tiempo. 

Art. 2°. Vigencia. El Acto Legislativo entra en vi-
gencia a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2023 
(julio 5) 

por medio del cual se reconoce al campesinado como sujeto de 
especial protección constitucional 

DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 64 de la Constitución Política 
quedará así: 



Protección a los trabajadores agrarios. Es deber 
del Estado promover el acceso progresivo a la pro-
piedad de la tierra del campesinado y de los trabaja-
dores agrarios, en forma individual o asociativa. 

El campesinado es sujeto de derechos y de es-
pecial protección, tiene un particular relacionamiento 
con la tierra basado en la producción de alimentos en 
garantía de la soberanía alimentaria, sus formas de 
territorialidad campesina, condiciones geográficas, 
demográficas, organizativas y culturales que lo 
distingue de otros grupos sociales. 

El Estado reconoce la dimensión económica, so-
cial, cultural, política y ambiental del campesinado, 
así como aquéllas que le sean reconocidas y velará 
por la protección, respeto y garantía de sus derechos 
individuales y colectivos, con el objetivo de lograr la 
igualdad material desde un enfoque de género, etario 
y territorial, el acceso a bienes y derechos como a la 
educación de calidad con pertinencia, la vivienda, la 
salud, los servicios públicos domiciliarios, vías tercia-
rias, la tierra, el territorio, un ambiente sano, el acceso 
e intercambio de semillas, los recursos naturales y la 
diversidad biológica, el agua, la participación reforza-
da, la conectividad digital, la mejora de la infraestruc-
tura rural, la extensión agropecuaria y empresarial, 
asistencia técnica y tecnológica para generar valor 
agregado y medios de comercialización para sus 
productos. 

Los campesinos y las campesinas son libres e 
iguales a todas las demás poblaciones y tienen 
derecho a no ser objeto de ningún tipo de discrimina-
ción en el ejercicio de sus derechos, en particular las 
fundadas en su situación económica, social, cultural y 
política. 

Parágrafo 1°. La ley reglamentará la instituciona-
lidad necesaria para lograr los fines del presente 
artículo y establecerá los mecanismos presupuestales 
que se requieran, así como el derecho de los campe-
sinos a retirarse de la colectividad, conservando el 
porcentaje de tierra que le corresponda en casos de 
territorios campesinos donde la propiedad de la tierra 
sea colectiva. 

Parágrafo 2°. Se creará el trazador presupuestal 
de campesinado como herramienta para el segui-
miento del gasto y la inversión realizada por múltiples 
sectores y entidades, dirigida a atender a la población 
campesina ubicada en zona rural y rural dispersa. 

Art. 2°. Vigencia. El presente Acto Legislativo ri-
ge a partir de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2021 
(agosto 25) 

por medio del cual se crean 16 Circunscripciones Transitorias 
Especiales de Paz para la Cámara de Representantes en los 

períodos 2022-2026 y 2026-2030 

Art. 1º. La Constitución Política tendrá los si-
guientes nuevos artículos transitorios: 

Art. transitorio 1°. Creación de Circunscripciones 
Transitorios Especiales de Paz. La Cámara de Re-
presentantes tendrá 16 representantes adicionales 
para los períodos constitucionales 2022-2026 y 2026-
2030, estos serán elegidos en igual número de 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz, 
uno por cada una de dichas Circunscripciones. La 
curul se asignará al candidato de la lista con mayor 
cantidad de votos. Las listas deberán elaborarse 
teniendo en cuenta el principio de equidad e igualdad 
de género. 

Art. transitorio 2°. Conformación. Las menciona-
das Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz 
estarán conformadas así: 

Circunscripción 1 
Municipios del Cauca: Argelia, Balboa, Buenos 

Aires, Caldono, Caloto, Cajibío, Corinto, El Tambo, 
Jambaló, Mercaderes, Morales, Miranda, Patía, 
Piendamó, Santander de Quilichao, Suárez y Toribío. 
Municipios de Nariño: Cumbitara, El Rosario, Leiva, 
Los Andes, Policarpa y los municipios de Florida y 
Pradera, Valle del Cauca. 

Circunscripción 2 
Conformada por Arauquita, Fortul, Saravena y 

Tame. Departamento de Arauca. 
Circunscripción 3 
Municipios del departamento de Antioquia: Amal-

fi, Anorí, Briceño, Cáceres, Caucasia, El Bagre, 
Ituango, Nechí, Remedios, Segovia, Tarazá, Valdivia, 
Zaragoza. 

Circunscripción 4 
Constituida por 8 municipios de Norte de San-

tander: Convención, El Carmen, El Tarra, Hacarí, San 
Calixto, Sardinata, Torama y Tibú. 

Circunscripción 5 
Municipios del departamento del Caquetá: Flo-

rencia, Albania, Belén de los Andaquíes, Cartagena 
del Chairá, Curillo, El Doncella, El Paujil, Montañita, 
Milán, Morelia, Puerto Rico, San José de Fragua, San 
Vicente del Caguán, Solano, Solita Valparaíso, y el 
municipio de Algeciras del departamento del Huila. 



Circunscripción 6 
Municipios del departamento de Chocó: Bojayá, 

Medio Atrato, Istmina, Medio San Juan, Litoral de San 
Juan, Novita, Sipí, Acandí, Carmen del Darién, Riosu-
cio, Unguía, Condoto y dos municipios de Antioquia, 
Vigía del Fuerte y Murindó. 

Circunscripción 7 
Municipios del departamento del Meta: Mapiri-

pán, Mesetas, La Macarena, Uribe, Puerto Concordia, 
Puerto Lleras, Puerto Rico y Vistahermosa y 4 muni-
cipios del departamento del Guaviare, San José del 
Guaviare, Calamar, El Retorno y Miraflores. 

Circunscripción 8 
Municipios del departamento de Bolívar: Córdo-

ba, El Carmen de Bolívar, El Guamo, María La Baja, 
San Jacinto, San Juan de Nepomuceno y Zambrano. 
Municipios de Sucre: Colosó, Chalán, Los Palmitos, 
Morroa, Ovejas, Palmito, San Onofre y Toluviejo. 

Circunscripción 9 
Municipios del Cauca: Guapí, López de Micay y 

Timbiquí, Buenaventura, del departamento del Valle 
del Cauca. 

Circunscripción 10 
Está constituida por 11 municipios del departa-

mento de Nariño: Barbacoas, El Charco, La Tola, 
Maguí, Mosquera, Olaya Herrera, Francisco Pizarra, 
Ricaurte, Roberto Payán, Santa Bárbara y Tumaco. 

Circunscripción 11 
Municipios del departamento del Putumayo: Ori-

to, Puerto Asís, Puerto Caicedo, Puerto Guzmán, 
Puerto Leguízamo, San Miguel, Valle del Guamuez y 
Villagarzón. 

Circunscripción 12 
Municipios del Cesar: Agustín Codazzi, Becerril, 

La Jagua de Ibirico, La Paz Pueblo Bello y Valledu-
par. Municipios de La Guajira: Dibulla, Fonseca, San 
Juan del Cesar. Municipios del Magdalena: Aracata-
ca, Ciénaga, Fundación y Santa Marta. 

Circunscripción 13 
Municipios del departamento de Bolívar: Arenal, 

Cantagallo, Morales, San Pablo, Santa Rosa del Sur y 
Simití y el municipio de Yondó del departamento de 
Antioquia. 

Circunscripción 14 
Municipios de Córdoba: Puerto Libertador, San 

José de Uré, Valencia, Tierralta y Montelíbano. 

Circunscripción 15 
Municipios del departamento del Tolima: Ataco, 

Chaparral, Planadas y Rioblanco. 
Circunscripción 16 
Municipios del departamento de Antioquia: Care-

pa, Chigorodó, Dabeiba, Mutatá, Necoclí, San Pedro 
de Urabá, Apartadó y Turbo. 

Parágrafo. Para las elecciones de las 16 Circuns-
cripciones Especiales de Paz, se excluirán las cabece-
ras municipales de cada uno de los municipios que la 
conforman y únicamente se habilitarán los puestos de 
votación y el censo electoral de la zona rural de estos. 
Se garantizará la participación de los habitantes de 
zonas rurales, apartadas y centros poblados dispersos 
de estas Circunscripciones para lo cual la Registraduría 
Nacional del Estado Civil deberá crear nuevos puestos 
de votación en dichas zonas. 

Art. transitorio 3°. Inscripción de candidatos. Las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz 
contarán con reglas especiales para la inscripción y 
elección de candidatos. Las campañas contarán con 
financiación estatal especial y acceso a medios regio-
nales. Se desarrollarán mecanismos especiales de 
acompañamiento para asegurar la transparencia del 
proceso electoral y la libertad del voto del electorado. 

Los candidatos solo pueden ser inscritos por or-
ganizaciones de víctimas, organizaciones campesinas 
u organizaciones sociales, incluyendo las de las 
mujeres, y grupos significativos de ciudadanos. 

Cuando la circunscripción coincida en todo o en 
parte con territorios étnicos, adicionalmente podrán 
inscribir candidatos: 

a) Los consejos comunitarios; 
b) Los resguardos y las autoridades indígenas en 

sus territorios, debidamente reconocidos, en coordina-
ción con sus respectivas organizaciones nacionales; 

c) Las Kumpañy legalmente constituidas. 
Parágrafo 1º. Los partidos y movimientos políti-

cos que cuentan con representación en el Congreso 
de la República o con personería jurídica, incluido el 
partido o movimiento político que surja del tránsito de 
las Farc-EP, a la actividad política legal, no podrán 
inscribir listas ni candidatos para estas circunscripcio-
nes. Ningún grupo significativo de ciudadanos u 
organización social podrá inscribir listas de candida-
tos para las circunscripciones de Paz simultáneamen-
te con otras circunscripciones. 

Parágrafo 2º. Se entiende por organizaciones so-
ciales, las asociaciones de todo orden sin ánimo de 



lucro que demuestren su existencia en el territorio de 
la circunscripción, mediante personería jurídica 
reconocida al menos cinco años antes de la elección, 
o mediante acreditación ante la autoridad electoral 
competente del ejercicio de sus actividades en el 
respectivo territorio durante el mismo período. 

Parágrafo 3º. Los candidatos, además de los re-
quisitos generales, deberán ser ciudadanos en ejercicio 
y cuyo domicilio corresponda a la circunscripción o 
desplazados de estos territorios en proceso de retorno. 

Parágrafo 4.º La inscripción de candidatos por 
grupos significativos de ciudadanos, requerirá respal-
do ciudadano equivalente al 10% del censo electoral 
de la respectiva Circunscripción Transitoria Especial 
de Paz. En ningún caso se requerirá más de 20.000 
firmas. 

Art. transitorio 4°. Los ciudadanos podrán ejercer 
su derecho al voto en las Circunscripciones Transito-
rias Especiales de Paz, sin perjuicio de su derecho a 
participar en la elección de candidatos a la Cámara 
de Representantes en las elecciones ordinarias. 

La Registraduría Nacional del Estado Civil adop-
tará medidas especiales para la actualización y 
vigilancia del censo electoral, la inscripción de candi-
datos y el Consejo Nacional Electoral la financiación 
de las campañas, de conformidad con lo establecido 
en este Acto Legislativo. 

Se garantizará la participación real y efectiva de 
los pueblos étnicos, a través de la inscripción de 
cédulas, la pedagogía del voto y la instalación de 
puestos de votación en sus territorios. 

Se promoverán mecanismos adicionales de con-
trol, observación y veeduría ciudadana por parte de 
organizaciones especializadas y de partidos y movi-
mientos políticos. 

Parágrafo 1°. En todo caso, la votación de las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz no 
se tendrá en cuenta para determinar el umbral de 
acceso a la distribución de curules en la elección 
ordinaria de la Cámara de Representantes. 

Parágrafo 2º. Por razones de orden público, el 
Presidente de la República podrá suspender la 
elección en cualquiera de los puestos de votación 
dentro de las 16 Circunscripciones Transitorias de 
Paz de las que trata el presente Acto Legislativo 
previo concepto del sistema de alertas tempranas por 
parte de la Defensoría del Pueblo, de la Procuraduría 
General de la Nación, la Registraduría Nacional del 
Estado Civil y la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas en Colombia. Una vez suspendidas 

se deberá proceder de conformidad con la regulación 
legal vigente. 

Parágrafo 3º. El Gobierno Nacional destinará los 
recursos necesarios para que la Registraduría Nacional 
del Estado Civil pueda cumplir con la organización del 
proceso electoral para las 16 Circunscripciones Transi-
torias de Paz que crea el presente Acto Legislativo. 

Parágrafo 4°. La Registraduría Nacional del Es-
tado Civil dispondrá de las facultades reglamentarias 
necesarias requeridas para la organización del proce-
so electoral de las 16 Circunscripciones Transitorias 
de Paz que crea el presente Acto Legislativo. 

Art. transitorio 5°. Requisitos para ser candidato. 
Los candidatos a ocupar las curules en estas Cir-
cunscripciones Transitorias Especiales de Paz para la 
Cámara de Representantes deberán cumplir con los 
requisitos generales establecidos en la Constitución y 
en la ley para los Representantes a la Cámara, 
además de los siguientes requisitos especiales: 

1. Haber nacido o habitado en el territorio de la 
respectiva circunscripción los tres años anteriores a la 
fecha de la elección o, 

2. Los desplazados que se encuentren en proce-
so de retorno con el propósito de establecer en el 
territorio de la circunscripción su lugar de habitación, 
deberán haber nacido o habitado en él al menos tres 
años consecutivos en cualquier época. 

Parágrafo 1°. Para los solos efectos del presente 
Acto Legislativo, se consideran víctimas aquellas 
personas que individual -y únicamente hasta el tercer 
grado de consanguinidad y primero de afinidad- o 
colectivamente hayan sufrido un daño como conse-
cuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de Violaciones a las Normas Interna-
cionales de Derechos Humanos, ocurridas con oca-
sión del conflicto armado interno. 

La condición de víctima individual o colectiva· se 
acreditará según certificación expedido por la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
(UARIV). 

Parágrafo 2º. No podrán presentarse como can-
didatos quienes hayan sido candidatos elegidos o no 
a cargos públicos, con el aval de partidos o movimien-
tos políticos con representación en el Congreso o con 
personería jurídica; o quienes lo hayan sido por un 
partido político cuya personería jurídica se haya 
perdido, dentro de los cinco años anteriores a la fecha 
de la inscripción, o hayan hecho parte de las direccio-
nes de estos, durante el último año. 



Parágrafo 3°. Dado el carácter especial de estas 
circunscripciones, los miembros de los grupos armados 
al margen de la ley que hayan suscrito un acuerdo de 
Paz con el Gobierno Nacional y/o se hayan desmovili-
zado de manera individual en los últimos veinte años, 
no podrán presentarse como candidatos a las Circuns-
cripciones Transitorias Especiales de Paz. 

Parágrafo 4°. El Gobierno Nacional reglamentará 
las sanciones de quienes habiendo sido elegidos en 
alguna de las circunscripciones transitorias de Paz no 
cumplan con los requisitos y reglas establecidas en el 
presente Acto Legislativo. Para la reglamentación de 
las sanciones, el Gobierno Nacional deberá tener en 
cuenta el inciso segundo del artículo 134 de la Consti-
tución Política. 

Art. transitorio 6°. Forma de elección. En cada 
una de las Circunscripciones Transitorias Especiales 
de Paz se elegirá un Representante a la Cámara. Las 
listas tendrán voto preferente y estarán integradas por 
dos candidatos que deberán acreditar su condición de 
víctimas del conflicto. La lista tendrá un candidato de 
cada género. 

Para efectos del proceso de elección, la curul se 
adjudicará al Candidato más votado dentro de la lista 
que obtenga el mayor número de votos dentro de la 
respectiva circunscripción. 

La votación de las Circunscripciones Transitorias 
Especiales de Paz se hará en tarjeta separada de las 
que corresponden a las circunscripciones ordinarias 
para la Cámara de Representantes. 

Los candidatos y las listas de Circunscripciones 
Transitorias Especiales de Paz, no podrán realizar 
alianzas, coaliciones o acuerdos con candidatos o 
listas inscritas para, las circunscripciones ordinarias 
para la Cámara de Representantes. La violación de 
esta norma generará la pérdida de la curul en caso de 
resultar electos a la Circunscripción Transitoria 
Especial de Paz. 

Art. transitorio 7°. Fecha de elecciones. Las 
elecciones de los Representantes a la Cámara de las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz se 
harán en la misma jornada electoral establecida para 
el Congreso de la República en los años 2022 y 2026. 

Parágrafo. Para garantizar una efectiva participa-
ción electoral, la Registraduría Nacional del Estado 
Civil deberá habilitar un período especial para la 
inscripción de candidatos exclusivamente para las 16 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz. 

Art. transitorio 8°. Financiación. La financiación 
de las campañas será preponderantemente estatal, 
mediante el sistema de reposición de votos y acceso 
a los anticipos, en los términos y topes que determine 
la autoridad electoral. 

La autoridad electoral entregará los anticipos 
equivalentes al 50% del resultado de multiplicar el 
valor del voto a reponer por el número de ciudadanos 
que integran el censo electoral de la respectiva 
circunscripción. Esta suma se distribuirá en partes 
iguales entre todas las listas inscritas. En ningún caso 
el anticipo podrá superar el tope de gastos que 
determine la autoridad electoral. La financiación se 
realizará dentro del mes siguiente a la inscripción de 
la lista. Las sumas de dinero se entregarán sin dila-
ciones a las organizaciones promotoras de la lista, y 
en ningún caso a los candidatos. 

Los particulares podrán contribuir a la financia-
ción de estas campañas mediante donaciones hechas 
directamente al Fondo Nacional de Partidos y Cam-
pañas Electorales, las cuales serán distribuidas por la 
autoridad electoral entre todas las campañas de las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz, por 
partes iguales, hasta concurrencia del monto máximo 
señalado. Estas donaciones no podrán superar el 
10% del monto establecido para la Cámara de Repre-
sentantes y recibirán el tratamiento tributario que 
establece la ley para las donaciones y contribuciones 
a los partidos y movimientos políticos. 

No se permiten aportes privados directos a cam-
pañas de las Circunscripciones Transitorias Especia-
les de Paz. 

Art. transitorio 9°. Acceso a medios de comunica-
ción. Cuando se utilicen medios de comunicación que 
hagan uso del espectro electromagnético, las campa-
ñas únicamente podrán utilizar los espacios gratuitos 
otorgados por el Estado. Para ello, la autoridad electo-
ral reglamentará la asignación de espacios gratuitos en 
los medios de comunicación social regional que hagan 
uso del espectro electromagnético, sin perjuicio de que 
puedan ampliarse en caso de que se creen espacios en 
nuevos medios de comunicación. 

El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones y la Autoridad Nacional de 
Televisión señalarán los espacios de que se puede 
disponer. Tal distribución se hará conforme a las 
normas electorales vigentes. 

Art. transitorio 10. Tribunales Electorales Transi-
torios. La autoridad electoral pondrá en marcha 
Tribunales Electorales Transitorios de Paz tres meses 



antes de las elecciones. Estos tribunales velarán por 
la observancia de las reglas establecidas para las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz, 
verificarán el censo electoral de la respectiva circuns-
cripción y atenderán las reclamaciones presentadas 
en relación con las mismas. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
089 del 10 de marzo de 2022, declaró exequible la presente 
norma. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2021 
(julio 14) 

por el cual se otorga la calidad de Distrito Especial de Ciencia, 
Tecnología e Innovación a la ciudad de Medellín y se dictan otras 

disposiciones 
DECRETA: 

Art. 1°. Ver inciso 14 y parágrafo del artículo 356 
de la Constitución Política, modificado por el Acto 
Legislativo 01 de 1993, art. 2°. 

Art. 2°. Ver inciso 3º y parágrafo del artículo 328 
de la Constitución Política, modificado por el Acto 
Legislativo 02 de 2007, art. 2°. 

Art. 3°. Las normas especiales que se expidan 
con ocasión del presente Acto Legislativo sobre 
régimen político, administrativo y fiscal se aplicarán a 
los demás Distritos Especiales que así lo consideren. 

Art. 4°. Vigencia. Este Acto Legislativo rige a 
partir de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2020 
(julio 22) 

por el cual se modifica el artículo 325 de la Constitución Política 
de Colombia y se dictan otras disposiciones 

DECRETA: 
Art. 1°. El artículo 325 de la Constitución Política 

quedará así: 
Región metropolitana y administrativa. Créese la 

Región Metropolitana Bogotá-Cundinamarca como 
entidad administrativa de asociatividad regional de 
régimen especial, con el objeto de garantizar la 
ejecución de planes y programas de desarrollo soste-
nible y la prestación oportuna y eficiente de los 
servicios a su cargo. El Distrito Capital, la Goberna-
ción de Cundinamarca y los Municipios de Cundina-
marca podrán asociarse a esta región cuando com-
partan dinámicas territoriales, ambientales, sociales o 
económicas. 

En su jurisdicción las decisiones de la Región 
Metropolitana tendrán superior jerarquía sobre las del 
Distrito, las de los Municipios que se asocien y las del 

Departamento de Cundinamarca, en lo relacionado 
con los temas objeto de su competencia. Las entida-
des territoriales que la conformen mantendrán su 
autonomía territorial y no quedarán incorporadas al 
Distrito Capital. 

El Distrito Capital también podrá conformar una 
región administrativa con otras entidades territoriales 
de carácter departamental. 

Parágrafo transitorio 1º. Tras la promulgación de 
este Acto Legislativo, la Alcaldía Mayor de Bogotá y la 
Gobernación de Cundinamarca someterán a votación 
del concejo distrital y la asamblea departamental su 
ingreso a la Región Metropolitana Bogotá-Cundina-
marca, con lo cual entrará en funcionamiento. 

Parágrafo transitorio 2º. Una Ley Orgánica defini-
rá el funcionamiento de la Región Metropolitana y en 
todo caso deberá atender las siguientes reglas y 
asuntos: 

1. Para su trámite, el Congreso de la República 
promoverá la participación ciudadana y de los entes 
territoriales interesados. 

2. El procedimiento y las condiciones para la aso-
ciación de los municipios a la Región Metropolitana. 

3. El grado de autonomía de la Región Metropoli-
tana. 

4. El Consejo Regional será su máximo órgano 
de gobierno y estará conformado por el Alcalde Mayor 
de Bogotá, los Alcaldes de los municipios de Cundi-
namarca que se asocien y el Gobernador de Cundi-
namarca. 

5. Habrá un sistema de toma de decisiones que 
promueva el consenso. No se contemplará la figura 
de municipio núcleo como estructura organizacional ni 
habrá lugar al derecho al veto. Ninguna decisión 
sobre los temas que defina la Región Metropolitana 
podrá ser tomada por una sola de las entidades 
territoriales asociadas. Para las decisiones referentes 
al nombramiento y retiro del Director, y los gastos y 
las inversiones de la Región Metropolitana, se reque-
rirá la aceptación de la Alcaldía Mayor de Bogotá y la 
Gobernación de Cundinamarca. 

6. Se establecerán los parámetros de identifica-
ción de hechos metropolitanos, los mecanismos de 
financiación, la estructura administrativa del Consejo 
Regional, sus funciones, la secretaría técnica, los 
mecanismos de participación ciudadana y la transfe-
rencia de competencias de la Nación. 

7. La Región Metropolitana no modifica el régi-
men de financiación de la Corporación Autónoma 



Regional de Cundinamarca-CAR, ni los municipios que 
componen su jurisdicción. 

8. En todo caso el control político de las decisio-
nes de la Región Metropolitana lo ejercerán el conce-
jo distrital, los concejos municipales y la Asamblea 
departamental. 

Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2020 
(julio 22) 

por medio del cual se modifica el artículo 34 de la Constitución 
Política, suprimiendo la prohibición de la pena de prisión perpetua 

y estableciendo la prisión perpetua revisable 
Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-294 del 

2 de septiembre de 2021. 

ACTO LEGISLATIVO 05 DE 2019 
(diciembre 26) 

por el cual se modifica el artículo 361 de la Constitución Política y 
se dictan otras disposiciones sobre el régimen de regalías y 

compensaciones 
DECRETA: 

Art. 1°. Ver artículo 361 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 05 de 2011, art. 
2°. 

Art. 2°. Vigencias y derogatorias. El presente Ac-
to Legislativo rige a partir de la promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2019 
(septiembre 18) 

por medio del cual se reforma el Régimen de Control Fiscal 
DECRETA: 

Art. 1°. Ver artículo 267 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2015, art. 
22. 

Art. 2°. El artículo 268 de la Constitución Política 
quedará así: 

Funciones del Contralor General de la República. 
El Contralor General de la República tendrá las 
siguientes atribuciones:  

1. Prescribir los métodos y la forma de rendir 
cuentas los responsables del manejo de fondos o 
bienes de la nación e indicar los criterios de evalua-
ción financiera, operativa y de resultados que deberán 
seguirse.  

2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar 
los responsables del erario y determinar el grado de 
eficiencia, eficacia y economía con que hayan obrado.  

3. Llevar un registro de la deuda pública de la 
nación y de las entidades descentralizadas territorial-
mente o por servicios.  

4. Exigir informes sobre su gestión fiscal a los 
empleados oficiales de cualquier orden y a toda 
persona o entidad pública o privada que administre 
fondos o bienes públicos.  

5. Establecer la responsabilidad que se derive de 
la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias 
que sean del caso, recaudar su monto y ejercer la 
jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá prelación. 

6. Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del 
control fiscal interno de las entidades y organismos 
del Estado.  

7. Presentar al Congreso de la República un in-
forme anual sobre el estado de los recursos naturales 
y del ambiente.  

8. Promover ante las autoridades competentes, 
aportando las pruebas respectivas, investigaciones 
fiscales, penales o disciplinarias contra quienes 
presuntamente hayan causado perjuicio a los intere-
ses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su 
responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena 
fe guardada, la suspensión inmediata de funcionarios 
mientras culminan las investigaciones o los respecti-
vos procesos fiscales, penales o disciplinarios.  

9. Presentar proyectos de ley relativos al régimen 
del control fiscal y a la organización y funcionamiento 
de la Contraloría General.  

10. Proveer mediante concurso público los em-
pleos de carrera de la entidad creados por ley. Esta 
determinará un régimen especial de carrera adminis-
trativa para la selección, promoción y retiro de los 
funcionarios de la Contraloría. Se prohíbe a quienes 
formen parte de las corporaciones que intervienen en 
la postulación y elección del Contralor, dar recomen-
daciones personales y políticas para empleos en ese 
ente de control.  

11. Presentar informes al Congreso de la Repú-
blica y al Presidente de la República sobre el cumpli-
miento de sus funciones y certificación sobre la 
situación de las finanzas del Estado, de acuerdo con 
la ley.  

12. Dictar normas generales para armonizar los 
sistemas de control fiscal de todas las entidades 
públicas del orden nacional y territorial; y dirigir e 
implementar, con apoyo de la Auditoría General de la 
República, el Sistema Nacional de Control Fiscal, 
para la unificación y estandarización de la vigilancia y 
control de la gestión fiscal.  



13. Advertir a los servidores públicos y particula-
res que administren recursos públicos de la existencia 
de un riesgo inminente en operaciones o procesos en 
ejecución, con el fin de prevenir la ocurrencia de un 
daño, a fin de que el gestor fiscal adopte las medidas 
que considere procedentes para evitar que se mate-
rialice o se extienda, y ejercer control sobre los 
hechos así identificados.  

14. Intervenir en los casos excepcionales previs-
tos por la ley en las funciones de vigilancia y control 
de competencia de las Contralorías Territoriales. 
Dicha intervención podrá ser solicitada por el gober-
nante local, la corporación de elección popular del 
respectivo ente territorial, una comisión permanente 
del Congreso de la República, la ciudadanía mediante 
cualquiera de los mecanismos de participación ciuda-
dana, la propia contraloría territorial o las demás que 
defina la ley.  

15. Presentar a la Cámara de Representantes la 
Cuenta General del Presupuesto y del Tesoro y 
certificar el balance de la Hacienda presentado al 
Congreso por el Contador General de la Nación.  

16. Ejercer, directamente o a través de los servi-
dores públicos de la entidad, las funciones de policía 
judicial que se requieran en ejercicio de la vigilancia y 
control fiscal en todas sus modalidades. La ley regla-
mentará la materia.  

17. Imponer sanciones desde multa hasta sus-
pensión a quienes omitan la obligación de suministrar 
información o impidan u obstaculicen el ejercicio de la 
vigilancia y control fiscal, o incumplan las obligaciones 
fiscales previstas en la ley. Así mismo a los represen-
tantes de las entidades que, con dolo o culpa grave, 
no obtengan el fenecimiento de las cuentas o concep-
to o calificación favorable en los procedimientos 
equivalentes para aquellas entidades no obligadas a 
rendir cuenta, durante dos (2) períodos fiscales 
consecutivos.  

18. Las demás que señale la ley.  
Parágrafo transitorio. La asignación básica men-

sual de los servidores de la Contraloría General de la 
República y su planta transitoria será equiparada a 
los de los empleos equivalentes de otros organismos 
de control de nivel nacional. Para la correcta imple-
mentación del presente acto legislativo, y el fortaleci-
miento del control fiscal, la ley determinará la creación 
del régimen de carrera especial de los servidores de 
las contralorías territoriales, la ampliación de la planta 
de personal, la incorporación de los servidores de la 
planta transitoria sin solución de continuidad y la 

modificación de la estructura orgánica y funcional de 
la Contraloría General de la República, garantizando 
la estabilidad laboral de los servidores inscritos en 
carrera pertenecientes a esa entidad y a contralorías 
territoriales intervenidas. Exclusivamente para los 
efectos del presente parágrafo y el desarrollo de este 
acto legislativo, otórguense precisas facultades 
extraordinarias por el término de seis meses al Presi-
dente de la República para expedir decretos con 
fuerza de ley.  

Así mismo, el Congreso de la República expedi-
rá, con criterios unificados, las leyes que garanticen la 
autonomía presupuestal y la sostenibilidad financiera 
y administrativa de los organismos de control fiscal 
territoriales y unas apropiaciones progresivas que 
incrementarán el presupuesto de la Contraloría 
General de la República durante las siguientes tres 
vigencias en 250.000, 250.000 y 136.000 millones de 
pesos respectivamente, las cuales serán incorpora-
das en los proyectos de ley de presupuesto anual 
presentados por el Gobierno Nacional, incluso aque-
llos que ya cursen su trámite en el Congreso de la 
República. Dichas apropiaciones no serán tenidas en 
cuenta al momento de decretar aplazamientos del 
Presupuesto General de la Nación. 

En los siguientes cuatrienios dichas apropiacio-
nes estarán de acuerdo con el marco fiscal de me-
diano plazo. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
140 del 6 de mayo de 2020, declaró exequible el numeral 13 
de la presente norma. 

Art. 3°. El artículo 271 de la Constitución Política 
quedará así: 

Valor de las investigaciones fiscales. Los resulta-
dos de los ejercicios de vigilancia y control fiscal, así 
como de las indagaciones preliminares o los procesos 
de responsabilidad fiscal, adelantados por las Contra-
lorías tendrán valor probatorio ante la Fiscalía Gene-
ral de la Nación y el juez competente. 

Art. 4°. Ver artículo 272 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2015, art. 
23. 

Art. 5°. El artículo 274 de la Constitución Política 
quedará así: 

Vigilancia del control fiscal de la Contraloría Ge-
neral de la República. La vigilancia de la gestión fiscal 
de la Contraloría General de la República y de todas 
las contralorías territoriales se ejercerá por el Auditor 
General de la República, elegido por el Consejo de 
Estado de terna enviada por la Corte Suprema de 



Justicia, siguiendo los principios de transparencia, 
publicidad, objetividad, participación ciudadana y 
equidad de género, para un período de cuatro años.  

Para ser elegido Auditor General se requiere ser 
colombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciuda-
danía; tener más de 35 años de edad; tener título 
universitario en ciencias jurídicas, humanas, econó-
micas, financieras, administrativas o contables; y 
experiencia profesional no menor a 5 años o como 
docente universitario por el mismo tiempo, y acreditar 
las calidades adicionales que exija la ley.  

No podrá ser elegido Auditor General quien sea o 
haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia, 
en el año inmediatamente anterior a la elección. 
Tampoco podrá ser elegido quien haya sido conde-
nado a pena de prisión por delitos comunes. 

La ley determinará la manera de ejercer dicha vi-
gilancia a nivel departamental, distrital y municipal.  

Parágrafo transitorio. El período del Auditor dis-
puesto en el presente artículo, se aplicará quien sea 
elegido con posterioridad a la promulgación de este 
Acto Legislativo. 

Art. 6°. La Contraloría General de la República 
desarrollará los términos generales para el proceso 
de convocatoria pública de selección de los contralo-
res departamentales, municipales y distritales. 

Art. 7°. Vigencia. El presente Acto Legislativo ri-
ge a partir de la fecha de su promulgación y deroga 
las normas que le sean contrarias. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2019 
(julio 25) 

por el cual se modifica el artículo 323 de la Constitución Política 
de Colombia y se establece la segunda vuelta para la elección 

de Alcalde Mayor de Bogotá, Distrito Capital 
DECRETA: 

Art. 1°. Ver artículo 323 de la Constitución Política, 
modificado por el Acto Legislativo 02 de 2002, art. 5°. 

Art. 2°. Vigencia. El presente Acto Legislativo 
comenzará a regir a partir del 2023. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2019 
(julio 15) 

por medio del cual se adiciona un inciso y un parágrafo al 
numeral 17 del artículo 150 Constitución Política 

DECRETA: 
Art. 1°. El inciso 2º y parágrafo del numeral 17 

del artículo 150 de la Constitución Política quedará 
así: 

Inc. 2°. En ningún caso el delito de secuestro, ni 
los delitos relacionados con la fabricación, el tráfico o 
el porte de estupefacientes, serán considerados como 
delitos políticos o como conductas conexas a estos, ni 
como dirigidas a promover, facilitar, apoyar, financiar, 
u ocultar cualquier delito que atente contra el régimen 
constitucional y legal. Por lo tanto, no podrá existir 
respecto de ellos, amnistía o indulto.  

Parágrafo. Las disposiciones del inciso segundo 
del numeral 17 del artículo 150 de la Constitución 
Política, en ningún caso afectarán las disposiciones 
de acuerdos de paz anteriores, ni sus respectivas 
disposiciones y serán aplicadas a conductas cometi-
das con posterioridad a la entrada en vigencia del 
presente acto legislativo. 

Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de la fecha de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2019 
(julio 11) 

por el cual se otorga la categoría de Distrito Especial y Portuario, 
Biodiverso, Industrial Turístico al Municipio de Barrancabermeja 

en el Departamento de Santander 

DECRETA: 

Art. 1°. Ver inciso 13 del artículo 356 de la Cons-
titución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 
de 1993, art. 2°. 

Art. 2°. Ver inciso 2º del artículo 328 de la Cons-
titución Política, modificado por el Acto Legislativo 02 
de 2007, art. 2°. 

Art. 3°. Este Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2018 
(julio 17) 

por medio del cual se modifican los artículos 328 y 356 de la 
Constitución Política de Colombia 

DECRETA: 

Art. 1°. Ver inciso 12 del artículo 356 de la Cons-
titución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 
de 1993, art. 2°. 

Art. 2°. Ver artículo 328 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2007, art. 
2°. 

Art. 3°. Este Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación. 



ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2018 
(enero 18) 

por medio del cual se modifican los artículos 186, 234 y 235 de la 
Constitución Política y se implementan el derecho a la doble 

instancia y a impugnar la primera sentencia condenatoria 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 186 de la Constitución Política 
quedará así: 

Juzgamiento de congresistas: Fuero parlamenta-
rio. De los delitos que cometan los congresistas, 
conocerá en forma privativa la Corte Suprema de 
Justicia, única autoridad que podrá ordenar su deten-
ción. En caso de flagrante delito deberán ser 
aprehendidos y puestos inmediatamente a disposición 
de la misma corporación.  

Corresponderá a la Sala Especial de Instrucción 
de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 
investigar y acusar ante la Sala Especial de Primera 
Instancia de la misma Sala Penal a los miembros del 
Congreso por los delitos cometidos.  

Contra las sentencias que profiera la Sala Espe-
cial de Primera Instancia de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia procederá el recurso de apela-
ción. Su conocimiento corresponderá a la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.  

La primera condena podrá ser impugnada. 
Art. 2°. El artículo 234 de la Constitución Política 

quedará así: 
Composición de la Corte Suprema de Justicia. La 

Corte Suprema de Justicia es el máximo Tribunal de 
la jurisdicción ordinaria y se compondrá del número 
impar de Magistrados que determine la Ley. Esta 
dividirá la Corte en Salas y Salas Especiales, señala-
rá a cada una de ellas los asuntos que deba conocer 
separadamente y determinará aquellos en que deba 
intervenir la Corte en pleno.  

En el caso de los aforados constitucionales, la 
Sala de Casación Penal y las Salas Especiales 
garantizarán la separación de la instrucción y el 
juzgamiento, la doble instancia de la sentencia y el 
derecho a la impugnación de la primera condena.  

La Sala Especial de Instrucción estará integrada 
por seis (6) Magistrados y la Sala Especial de Primera 
Instancia por tres (3) Magistrados.  

Los miembros de estas Salas Especiales debe-
rán cumplir los requisitos para ser Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia. Se les aplicará el mismo 
régimen para su elección y período. 

Los Magistrados de las Salas Especiales solo 
tendrán competencia para conocer de manera exclu-

siva de los asuntos de instrucción y juzgamiento en 
primera instancia en las condiciones que lo establez-
ca la Ley.  

El reglamento de la Corte Suprema de Justicia 
no podrá asignar a las Salas Especiales el conoci-
miento y la decisión de los asuntos que correspondan 
a la Sala de Casación Penal.  

Los Magistrados de las Salas Especiales no po-
drán conocer de asuntos administrativos, ni electora-
les de la Corte Suprema de Justicia ni harán parte de 
la Sala Plena.  

Parágrafo. Los aforados constitucionales del ar-
tículo 174 de la Constitución Política tienen derecho 
de impugnación y doble instancia conforme lo señale 
la Ley. 

Art. 3°. Ver artículo 235 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 06 de 2011, art. 
1°. 

Art. 4°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 

ACTO LEGISLATIVO 05 DE 2017 
(noviembre 29) 

por medio del cual se dictan disposiciones para asegurar el 
monopolio legítimo de la fuerza y del uso de las armas 

por parte del Estado 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 22A de la Constitución Política 
quedará así: 

Aseguramiento del monopolio legítimo de la fuer-
za y del uso de las armas por parte del Estado. Como 
una garantía de No Repetición y con el fin de contri-
buir a asegurar el monopolio legítimo de la fuerza y 
del uso de las armas por parte del Estado, y en 
particular de la Fuerza Pública, en todo el territorio, se 
prohíbe la creación, promoción, instigación, organiza-
ción, instrucción, apoyo, tolerancia, encubrimiento o 
favorecimiento, financiación o empleo oficial y/o 
privado de grupos civiles armados organizados con 
fines ilegales de cualquier tipo, incluyendo los deno-
minados autodefensas, paramilitares, así como sus 
redes de apoyo, estructuras o prácticas, grupos de 
seguridad con fines ilegales u otras denominaciones 
equivalentes. 

La Ley regulará los tipos penales relacionados 
con estas conductas, así como las sanciones discipli-
narias y administrativas correspondientes. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
076 del 25 de julio de 2018, declaró exequible el Acto 
Legislativo 05 del 29 de noviembre de 2017. 



Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2017 
(septiembre 08) 

por el cual se adiciona el artículo 361 de la Constitución Política 
DECRETA: 

Art. 1°. Ver parágrafo 4º del artículo 361 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 05 de 2011, art. 2°. 

Art. 2°. Ver parágrafos 7º, 9º y 10 del artículo 
361 de la Constitución Política, modificado por el Acto 
Legislativo 05 de 2011, art. 2°. 

Art. 3°. Vigencia y derogatorias. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de la fecha de su promulga-
ción y deroga las normas que le sean contrarias. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2017 
(mayo 23) 

por medio del cual se regula parcialmente el componente de 
reincorporación política del acuerdo final para la terminación 
del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera 

DECRETA: 
Art. 1°. La Constitución Política tendrá los si-

guientes nuevos artículos transitorios. 
Art. transitorio 1°. Una vez finalizado el proceso 

de dejación de las armas por parte de las FARC-EP, en 
los términos del “Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera”, suscrito el 24 de noviembre de 2016, se 
reconocerá de pleno derecho personería jurídica al 
partido o movimiento político que surja del tránsito de 
las FARC-EP a la actividad política legal.  

Para esos efectos, finalizado el proceso de deja-
ción de las armas, los delegados de las FARC-EP en la 
Comisión de Seguimiento, impulso y Verificación de la 
implementación del Acuerdo Final, manifestarán y 
registrarán formalmente ante el Consejo Nacional 
Electoral o quien haga sus veces la decisión de su 
transformación en partido o movimiento político, el 
acta de constitución, sus estatutos, el código de ética, 
la plataforma ideológica y la designación de sus 
directivos, así como su compromiso con la equidad de 
género conforme a los criterios constitucionales de 
paridad, alternancia y universalidad en el funciona-
miento y organización interna. En virtud de este acto 
formal, el partido o movimiento político, con la deno-
minación que adopte, será inscrito para todos los 
efectos y en igualdad de condiciones como un partido 
o movimiento político con personería jurídica.  

El partido o movimiento político reconocido debe-
rá cumplir los requisitos de conservación de la perso-
nería jurídica, y estará sujeto a las causales de 
pérdida de la misma previstas para los demás parti-
dos y movimientos políticos de conformidad con la 
Constitución y la ley, salvo la acreditación de un 
determinado número de afiliados, la presentación a 
certámenes electorales y la obtención de un umbral 
de votación, durante el tiempo comprendido entre la 
fecha de su inscripción en el registro único de parti-
dos y movimientos políticos y el 19 de julio de 2026. 
Después de esta fecha se le aplicarán las reglas 
establecidas para todos los partidos o movimientos 
políticos.  

El reconocimiento de la personería jurídica atri-
buirá al nuevo partido o movimiento político los 
mismos derechos de los demás partidos o movimien-
tos políticos con personería jurídica. Su financiación 
se regirá transitoriamente por las siguientes reglas 
especiales:  

1. Recibir anualmente para su funcionamiento, 
entre la fecha de su inscripción en el registro único de 
partidos y movimientos políticos ante el Consejo 
Nacional Electoral o quien haga sus veces y el 19 de 
julio de 2026, una suma equivalente al promedio de lo 
que reciben durante cada año los partidos o movi-
mientos políticos con personería jurídica para su 
funcionamiento. El uso de estos recursos se hará 
acorde con las reglas que aplican a todos los partidos 
y movimientos políticos.  

2. Para contribuir a la financiación del Centro de 
pensamiento y formación política del partido, así 
como para la difusión y divulgación de su plataforma 
ideológica y programática, recibirá anualmente entre 
la fecha de su inscripción en el registro único de 
partidos y movimientos políticos y el 19 de julio de 
2022, una suma equivalente al 7% anual de la apro-
piación presupuestal para el funcionamiento de los 
partidos y movimientos políticos.  

3. Recibir financiación preponderantemente esta-
tal para las campañas de sus candidatos a la Presi-
dencia de la República y al Senado de la República 
en las elecciones de 2018 y 2022, de conformidad 
con las siguientes reglas: i) En el caso de las campa-
ñas presidenciales se les reconocerá la financiación 
estatal que corresponda a los candidatos que reúnan 
los requisitos de ley, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables a dichas campañas; ii) En el caso 
de las campañas al Senado, recibirán financiación 
estatal anticipada equivalente al 10% del límite de 
gastos fijados por la autoridad electoral, sin perjuicio 



de la aplicación de las normas vigentes sobre antici-
pos previstas para los demás partidos políticos 
reconocidos; iii) la financiación estatal previa no 
estará sujeta a devolución, siempre y cuando los 
recursos asignados hayan sido destinados a las 
finalidades establecidas en la ley.  

4. Acceder a espacios en los medios de comuni-
cación social en las mismas condiciones de los 
demás partidos y movimientos políticos con persone-
ría jurídica, de acuerdo con la aplicación de las 
normas vigentes.  

5. Inscribir candidatos y listas a cargos y corpo-
raciones de elección popular en las mismas condicio-
nes que se exigen a los demás partidos y movimien-
tos políticos.  

Sin perjuicio de lo anterior, los candidatos que 
hubieren sido miembros de las FARC-EP, deberán, en 
el momento de la inscripción de las candidaturas, 
expresar formalmente su voluntad de acogerse a los 
mecanismos y medidas establecidas en el Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repeti-
ción (SIVJRNR) contemplados en el Acto Legislativo 
número 01 de 2017.  

Se exceptuarán aquellas personas que hayan re-
suelto su situación jurídica en virtud del Título III 
Capítulo I de la Ley 1820 de 2017.  

6. Designar, de manera transitoria y hasta el 20 
de julio de 2026 un delegado ante el Consejo Nacio-
nal Electoral o quien haga sus veces, quien tendrá 
voz pero no voto, y podrá participar en las delibera-
ciones de esa corporación.  

Las sumas a que se refieren los numerales 1 y 2 
no afectarán el monto a distribuir por parte del Fondo 
para los demás partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica. Los recursos que trata este 
artículo serán adicionales a los apropiados y presu-
puestados por el Fondo.  

Art. transitorio 2°. El partido o movimiento político 
que surja del tránsito de las FARC-EP a la vida política 
legal con personería jurídica, podrá presentar lista 
propia o en coalición para la circunscripción ordinaria 
del Senado de la República, la cual competirá en 
igualdad de condiciones de conformidad con las 
reglas ordinarias.  

Sin embargo, para las elecciones de los períodos 
2018-2022 y 2022- 2026 del Senado de la República 
se aplicarán las siguientes reglas especiales:  

1. Se realizará una primera operación para identi-
ficar y asignar el número de curules que le corres-
pondan al partido o movimiento político que surja del 

tránsito de las FARC-EP a la vida política legal de 
conformidad con la fórmula establecida en el artículo 
263 de la Constitución Política. Si una vez aplicada 
esta regla, la lista propia o en coalición que inscriba el 
partido o el movimiento político que surja del tránsito 
de las FARC-EP no alcanzaré a obtener cinco (5) 
curules, el Consejo Nacional electoral o quien haga 
sus veces le asignará las que hiciera falta para 
completar un mínimo de 5 miembros. En todo caso, 
estas cinco (5) curules serán siempre adicionales al 
número de miembros del Senado de la República 
señalado en el artículo 171 de la Constitución Política.  

2. Si de acuerdo a lo establecido en el numeral 
anterior, la lista propia o coalición que inscriba el 
partido o movimiento político que surja de las FACR-EP 
a la vida política legal obtuviere cinco (5) o menos 
curules, se repetirá el proceso de asignación de las 
cien (100) curules de la circunscripción ordinaria del 
Senado de la República de conformidad con el artícu-
lo 263 constitucional sin tener en cuenta la participa-
ción de la mencionada lista.  

3. Si una vez aplicado el procedimiento estable-
cido en el numeral primero del presente artículo, la 
lista propia o en coalición del partido o movimiento 
político que surja de las FARC-EP a la vida política, 
obtiene un número de curules superior a cinco (5) 
aquellas que superen este número serán asignadas y 
descontadas de las cien (100) curules de la circuns-
cripción ordinaria del Senado. Posteriormente se 
repetirá el procedimiento para asignar un número de 
curules igual a cien (100) menos las curules asigna-
das a la lista del partido o movimiento política que 
surja de las FARC-EP que excedan las cinco iniciales, 
de conformidad con el artículo 263 constitucional sin 
tener en cuenta la participación de la mencionada 
lista.  

Art transitorio 3°. La Cámara de Representantes 
estará integrada durante los períodos 2018-2022 y 
2022-2026, hasta por cinco (5) Representantes 
adicionales a los que se determinan en el artículo 176 
de la Constitución Política, elegidos de conformidad 
con las siguientes reglas especiales:  

1. El partido o movimiento político que surja del 
tránsito de las FARC-EP a la vida política legal con 
personería jurídica, podrá inscribir para las elecciones 
de 2018 y 2022 al igual que los otros partidos o movi-
mientos políticos con personería jurídica, listas únicas 
de candidatos propios o en coalición para las circuns-
cripciones territoriales en que se elige la Cámara de 
Representantes.  



2. Estas listas competirán en igualdad de condi-
ciones de conformidad con las reglas ordinarias por la 
totalidad de las curules que se eligen en dichas 
circunscripciones.  

3. Finalizada la asignación de las curules en ca-
da circunscripción territorial, el Consejo Nacional 
Electoral o quien haga sus veces asignará al partido o 
movimiento político que surja del tránsito de las FARC-
EP a la vida política legal las que le hicieren falta para 
completar un mínimo de 5 miembros electos. Para 
este efecto, el Consejo Nacional Electoral o quien 
haga sus veces ordenará en orden descendente las 5 
listas inscritas para la Cámara de Representantes por 
dicho partido o movimiento político, en listas propias o 
en coalición, que hubieren alcanzado las mayores 
votaciones y le asignará una curul a las listas que no 
la hubieren obtenido de conformidad con las reglas 
ordinarias de asignación de tales curules.  

Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2017 
(mayo 11) 

por medio del cual se adiciona un artículo transitorio a la 
Constitución con el propósito de dar estabilidad y seguridad 
jurídica al acuerdo final para la terminación del conflicto y la 

construcción de una paz estable y duradera 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2017 
(abril 4) 

por medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias 
de la Constitución para la terminación del conflicto armado y la 
construcción de una paz estable y duradera y se dictan otras 

disposiciones 
DECRETA: 

… 
Art. 2°. El parágrafo del artículo 122 de la Cons-

titución Política quedará así: 
Los miembros de los grupos armados organiza-

dos al margen de la Ley condenados por delitos 
cometidos por causa, con ocasión o en relación 
directa o indirecta con el conflicto armado, que hayan 
suscrito un acuerdo de paz con el Gobierno o se 
hayan desmovilizado individualmente, siempre que 
hayan dejado las armas, se hayan acogido al marco 
de justicia transicional aplicable en cada caso, entre 
estos la Jurisdicción Especial para la Paz en los 
términos de este acto legislativo y no hayan sido 
condenados por delitos dolosos posteriores al acuer-
do de paz o a su desmovilización, estarán habilitados 

para ser designados como empleados públicos o 
trabajadores oficiales cuando no estén efectivamente 
privados de su libertad, bien sea de manera preventi-
va o en cumplimiento de la sanción que les haya sido 
impuesta y para celebrar personalmente, o por inter-
puesta persona, contratos con el Estado. Las perso-
nas a las que se refiere el presente artículo no queda-
rán inhabilitadas para el ejercicio de una profesión, 
arte u oficio.  

La anterior disposición aplicará igualmente a los 
miembros de la Fuerza Pública que se sometan a la 
Jurisdicción Especial para la Paz, quienes podrán ser 
empleados públicos, trabajadores oficiales o contratis-
tas del Estado, cuando no estén efectivamente 
privados de su libertad, bien sea de manera preventi-
va o en cumplimiento de la sanción que les haya sido 
impuesta, sin perjuicio de la prohibición de reincorpo-
ración al servicio activo prevista en la Ley 1820 de 
2016 para las situaciones en ella señaladas.  

Como aporte a las garantías de no repetición, el 
Estado colombiano garantizará que los hechos que 
ocurrieron en el pasado no se repitan, y para ello 
implementará las medidas referidas en el Acuerdo 
General de Paz en esta materia. Quienes sean 
sancionados por graves violaciones de derechos 
humanos o graves infracciones al derecho Internacio-
nal Humanitario, no podrán hacer parte de ningún 
organismo de seguridad, defensa del Estado, Rama 
Judicial ni órganos de control. 

Art. 3°. El inciso 4° del artículo transitorio 66 de 
la Constitución Política quedará así: 

Tanto los criterios de priorización como los de se-
lección son inherentes a los instrumentos de justicia 
transicional. El Fiscal General de la Nación determi-
nará criterios de priorización para el ejercicio de la 
acción penal, salvo en los asuntos que sean de 
competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz. 
Sin perjuicio del deber general del Estado de investi-
gar y sancionar las graves violaciones a los Derechos 
Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, en 
el marco de la justicia transicional, el Congreso de la 
República, por iniciativa del Gobierno nacional, podrá 
mediante ley estatutaria determinar criterios de 
selección que permitan centrar los esfuerzos en la 
investigación penal de los máximos responsables de 
todos los delitos que adquieran la connotación de 
crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes 
de guerra cometidos de manera sistemática; estable-
cer los casos, requisitos y condiciones en los que 
procedería la suspensión de la ejecución de la pena; 
establecer los casos en los que proceda la aplicación 



de sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o 
de modalidades especiales de ejecución y cumpli-
miento de la pena; y autorizar la renuncia condiciona-
da a la persecución judicial penal de todos los casos 
no seleccionados, siempre sin alterar lo establecido 
en el Acuerdo de creación de la JEP y en sus normas 
de desarrollo. La ley estatutaria tendrá en cuenta la 
gravedad y representatividad de los casos para 
determinar los criterios de selección 

Art. 4°. Deróguese el artículo transitorio 67 de la 
Constitución Política. 

Art. 5°. Vigencia. El presente Acto Legislativo ri-
ge a partir de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2016 
(julio 7) 

por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para 
facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo 

del acuerdo final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2015 
(julio 1°) 

por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de 
poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones 

DECRETA: 
Art. 1°. Ver incisos 4º, 5º y 6º del artículo 112 de 

la Constitución Política, modificado por el Acto Legis-
lativo 01 de 2003, art. 5°. 

Art. 2°. El artículo 126 de la Constitución Política 
quedará así: 

Prohibición del nepotismo. Los servidores públicos 
no podrán en ejercicio de sus funciones, nombrar, 
postular, ni contratar con personas con las cuales 
tengan parentesco hasta el cuarto grado de consangui-
nidad, segundo de afinidad, primero civil, o con quien 
estén ligados por matrimonio o unión permanente. 

Tampoco podrán nombrar ni postular como ser-
vidores públicos, ni celebrar contratos estatales, con 
quienes hubieren intervenido en su postulación o 
designación, ni con personas que tengan con estas 
los mismos vínculos señalados en el inciso anterior. 

Se exceptúan de lo previsto en este artículo los 
nombramientos que se hagan en aplicación de las 
normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos 
en cargos de carrera. 

Salvo los concursos regulados por la Ley, la 
elección de servidores públicos atribuida a corpora-
ciones públicas deberá estar precedida de una con-

vocatoria pública reglada por la Ley, en la que se fijen 
requisitos y procedimientos que garanticen los princi-
pios de publicidad, transparencia, participación 
ciudadana, equidad de género y criterios de mérito 
para su selección. 

Quien haya ejercido en propiedad alguno de los 
cargos en la siguiente lista, no podrá ser reelegido 
para el mismo. Tampoco podrá ser nominado para 
otro de estos cargos, ni ser elegido a un cargo de 
elección popular, sino un año después de haber 
cesado en el ejercicio de sus funciones: 

Magistrado de la Corte Constitucional, de la Cor-
te Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial, [Miembro de 
la Comisión de Aforados], Miembro del Consejo 
Nacional Electoral, Fiscal General de la Nación, 
Procurador General de la Nación, Defensor del 
Pueblo, Contralor General de la República y Regis-
trador Nacional del Estado Civil. 

Nota: La expresión entre corchetes del inciso 6º fue de-
clarada inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-373 del 13 de julio de 2016. 

Nota: Por sentencia C-094 del 15 de febrero de 2017, la 
Corte Constitucional declaró la exequibilidad de las expresio-
nes “no podrá ser reelegido para el mismo” y “Miembro del 
Consejo Nacional Electoral” contenidas en la presente norma. 

Art. 3°. Ver incisos 5° y 6° del artículo 127 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 02 de 2004, art. 1°. 

Art. 4°. Ver artículo 134 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 03 de 1993, art. 
1°. 

Art. 5°. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-373 del 13 de julio de 2016. 

Art. 6°. Ver incisos 2º y 4º del artículo 176 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 02 de 2005, art. 1°. 

Art. 7°. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-373 del 13 de julio de 2016. 

Art. 8°. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-373 del 13 de julio de 2016. 

Art. 9°. Ver artículo 197 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2004, art. 
2°. 

Art. 10. Ver incisos 2º y 3º del artículo 204 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 02 de 2004, art. 3°. 

Art. 11. El artículo 231 de la Constitución Política 
quedará así: 



Elección de magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia y del Consejo de Estado. Los Magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado 
serán elegidos por la respectiva Corporación, previa 
audiencia pública, de lista de diez (10) elegibles 
enviada por el Consejo Superior de la Judicatura tras 
una convocatoria pública reglada de conformidad con 
la ley. 

En el conjunto de procesos de selección de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se atenderá el criterio de equilibrio 
entre quienes provienen del ejercicio profesional, de 
la Rama Judicial y de la academia.  

La Corte Suprema de Justicia y el Consejo de 
Estado reglamentarán la fórmula de votación y el 
término en el cual deberán elegir a los Magistrados 
que conformen la respectiva corporación. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencias C-285 
y C-373 de 2016 se pronunció sobre esta norma, al examinar el 
artículo 11 del Acto Legislativo de 2016. El contenido normativo 
corresponde al definido por tales decisiones. 

Art. 12. El numeral 4º del artículo 232 de la 
Constitución Política quedará así: 

Haber desempeñado, durante quince años, car-
gos en la Rama Judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiem-
po, la profesión de abogado o la cátedra universitaria 
en disciplinas jurídicas en establecimientos reconoci-
dos oficialmente. Para el cargo de Magistrado de la 
Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, 
la cátedra universitaria deberá haber sido ejercida en 
disciplinas jurídicas relacionadas con el área de la 
magistratura a ejercer.  

Art. 13. Ver artículo 235 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 06 de 2011, art. 
1°. 

Art. 14. Los numerales 11 y 12 del artículo 241 
de la Constitución Política quedarán así: 

11) Dirimir los conflictos de competencia que 
ocurran entre las distintas jurisdicciones. 

12) Darse su propio reglamento. 
Art. 15. Inexequible. Corte Constitucional, sen-

tencia C-285 del 1º de junio de 2016. 
Art. 16. Inexequible. Corte Constitucional, sen-

tencia C-285 del 1º de junio de 2016. 
Art. 17. Inexequible. Corte Constitucional, sen-

tencia C-285 del 1º de junio de 2016. 
… 

Art. 19. El artículo 257A* de la Constitución Polí-
tica quedará así: 

Comisión Nacional de Disciplina Judicial. La Co-
misión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá la 
función jurisdiccional disciplinaria sobre los funciona-
rios y empleados de la Rama Judicial.  

Estará conformada por siete (7) Magistrados, 
cuatro (4) de los cuales serán elegidos por el Congre-
so en Pleno de ternas enviadas por el Consejo Supe-
rior de la Judicatura, previa convocatoria pública 
reglada, y tres (3) de los cuales serán elegidos por el 
Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presi-
dente de la República, previa convocatoria pública 
reglada. Tendrán períodos personales de ocho (8) 
años, y deberán cumplir con los mismos requisitos 
exigidos para ser Magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia.  

Los Magistrados de la Comisión Nacional de Dis-
ciplina Judicial no podrán ser reelegidos.  

Podrá haber Comisiones Seccionales de Disci-
plina Judicial integradas como lo señale la Ley.  

La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la 
encargada de examinar la conducta y sancionar las 
faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en 
la instancia que señale la Ley, salvo que esta función 
se atribuya por la Ley a un Colegio de Abogados.  

Parágrafo. La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial y las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial no serán competentes para conocer de 
acciones de tutela.  

Parágrafo transitorio 1º. Los Magistrados de la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial deberán ser 
elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del 
presente acto legislativo. Una vez posesionados, la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los 
procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
ejercerán sus funciones hasta el día que se posesio-
nen los miembros de la Comisión Nacional de Disci-
plina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los Conse-
jos Seccionales de la Judicatura serán transformadas 
en Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se 
                                                           

* Si bien el artículo 19 del Acto legislativo 02 de 2015 modi-
ficó el artículo 257 Superior, se entenderá que adicionó el artículo 
257A, en la medida que se produjo la revivicencia del artículo 257 
como consecuencia de la sentencia C-285 de 2016, de la Corte 
Constitucional. 



garantizarán los derechos de carrera de los Magistra-
dos y empleados de las Salas Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura quienes 
continuarán conociendo de los procesos a su cargo, 
sin solución de continuidad. 

Art. 20. El artículo 262 de la Constitución Política 
quedará así: 

Inscripción de candidatos y listas. Opción de voto 
preferente. Los partidos, movimientos políticos y 
grupos significativos de ciudadanos que decidan 
participar en procesos de elección popular, inscribirán 
candidatos y listas únicas, cuyo número de integran-
tes no podrá exceder el de curules o cargos a proveer 
en la respectiva circunscripción, excepto en las que 
se eligen hasta dos miembros, las cuales podrán 
estar integradas hasta por tres (3) candidatos. 

La selección de los candidatos de los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica se hará 
mediante mecanismos de democracia interna, de 
conformidad con la ley y los estatutos. En la confor-
mación de las listas se observarán en forma progresi-
va, entre otros, los principios de paridad, alternancia y 
universalidad, según lo determine la Ley.  

Cada partido o movimiento político podrá optar 
por el mecanismo de voto preferente. En tal caso, el 
elector podrá señalar el candidato de su preferencia 
entre los nombres de la lista que aparezcan en la 
tarjeta electoral. La lista se reordenará de acuerdo 
con la cantidad de votos obtenidos por cada uno de 
los candidatos. La asignación de curules entre los 
miembros de la respectiva lista se hará en orden 
descendente empezando por el candidato que haya 
obtenido el mayor número de votos preferentes.  

En el caso de los partidos y movimientos políti-
cos que hayan optado por el mecanismo del voto 
preferente, los votos por el partido o movimiento que 
no hayan sido atribuidos por el elector a ningún 
candidato en particular, se contabilizarán a favor de la 
respectiva lista para efectos de la aplicación de las 
normas sobre el umbral y la cifra repartidora, pero no 
se computarán para la reordenación de la lista. 
Cuando el elector vote simultáneamente por el partido 
o movimiento político y por el candidato de su prefe-
rencia dentro de la respectiva lista, el voto será válido 
y se computará a favor del candidato.  

La ley regulará la financiación preponderante-
mente estatal de las campañas, los mecanismos de 
democracia interna de los partidos, la inscripción de 
candidatos y listas propias o de coalición a cargos 
uninominales o a corporaciones públicas, la adminis-

tración de recursos y la protección de los derechos de 
los aspirantes. Los partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica que sumados hayan obtenido 
una votación de hasta el quince por ciento (15%) de 
los votos válidos de la respectiva circunscripción, 
podrán presentar lista de candidatos en coalición para 
corporaciones públicas. 

Nota: El artículo 20 del Acto Legislativo 02 de 2015 re-
numeró el artículo 263 de la Constitución Política, que pasó a 
ser el artículo 262. 

Art. 21. Ver artículo 263 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2003, art. 
12. 

Art. 22. El artículo 267 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 04 de 2019, art. 1º. 
Ejercicio del control fiscal y el Contralor General de la 
República. La vigilancia y el control fiscal son una 
función pública que ejercerá la Contraloría General de 
la República, la cual vigila la gestión fiscal de la 
administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes públicos, en todos los 
niveles administrativos y respecto de todo tipo de 
recursos públicos. La ley reglamentará el ejercicio de 
las competencias entre contralorías, en observancia 
de los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría 
General de la República será preferente en los térmi-
nos que defina la ley. 

El control fiscal se ejercerá en forma posterior y 
selectiva, y además podrá ser preventivo y concomi-
tante, según sea necesario para garantizar la defensa 
y protección del patrimonio público. El control preven-
tivo y concomitante no implicará coadministración y 
se realizará en tiempo real a través del seguimiento 
permanente de los ciclos, uso, ejecución, contratación 
e impacto de los recursos públicos, mediante el uso 
de tecnologías de la información, con la participación 
activa del control social y con la articulación del 
control interno. La ley regulará su ejercicio y los 
sistemas y principios aplicables para cada tipo de 
control. 

El control concomitante y preventivo tiene carác-
ter excepcional, no vinculante, no implica coadminis-
tración, no versa sobre la conveniencia de las deci-
siones de los administradores de recursos públicos, 
se realizará en forma de advertencia al gestor fiscal y 
deberá estar incluido en un sistema general de 
advertencia público. El ejercicio y la coordinación del 
control concomitante y preventivo corresponde exclu-
sivamente al Contralor General de la República en 
materias específicas.  



La vigilancia de la gestión fiscal del Estado inclu-
ye el seguimiento permanente al recurso público, sin 
oponibilidad de reserva legal para el acceso a la 
información por parte de los órganos de control fiscal, 
y el control financiero, de gestión y de resultados, 
fundado en la eficiencia, la economía, la equidad, el 
desarrollo sostenible y el cumplimiento del principio 
de valoración de costos ambientales. La Contraloría 
General de la República tendrá competencia preva-
lente para ejercer control sobre la gestión de cual-
quier entidad territorial, de conformidad con lo que 
reglamente la ley.  

El control jurisdiccional de los fallos de respon-
sabilidad fiscal gozará de etapas y términos procesa-
les especiales con el objeto de garantizar la recupe-
ración oportuna del recurso público. Su trámite no 
podrá ser superior a un año en la forma en que lo 
regule la ley. 

La Contraloría es una entidad de carácter técnico 
con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las 
inherentes a su propia organización y al cumplimiento 
de su misión constitucional.  

El Contralor será elegido por el Congreso en 
Pleno, por mayoría absoluta, en el primer mes de sus 
sesiones para un período igual al del Presidente de la 
República, de lista de elegibles conformada por 
convocatoria pública con base en lo dispuesto en el 
artículo 126 de la Constitución y no podrá ser reelegi-
do ni continuar en ejercicio de sus funciones al ven-
cimiento del mismo.  

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que 
presente el Contralor y proveer las faltas absolutas y 
temporales del cargo mayores de 45 días.  

Para ser elegido Contralor General de la Repú-
blica se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de treinta y 
cinco años de edad; tener título universitario en 
ciencias jurídicas, humanas, económicas, financieras, 
administrativas o contables y experiencia profesional 
no menor a 5 años o como docente universitario por 
el mismo tiempo y acreditar las demás condiciones 
que exija la ley. 

No podrá ser elegido Contralor General quien 
sea o haya sido miembro del Congreso o se haya 
desempeñado como gestor fiscal del orden nacional, 
en el año inmediatamente anterior a la elección. 
Tampoco podrá ser elegido quien haya sido conde-
nado a pena de prisión por delitos comunes.  

En ningún caso podrán intervenir en la postula-
ción o elección del Contralor personas que se hallen 

dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
140 del 6 de mayo de 2020, declaró exequibles las expresio-
nes “y además podrá ser preventivo y concomitante”, “El 
control preventivo y concomitante no implicará coadministra-
ción y se realizará en tiempo real a través del seguimiento 
permanente de los ciclos, uso, ejecución, contratación e 
impacto de los recursos públicos, mediante el uso de tecno-
logías de la información, con la participación activa del 
control social y con la articulación del control interno. La ley 
regulará su ejercicio y los sistemas y principios aplicables 
para cada tipo de control.” y “El control concomitante y 
preventivo tiene carácter excepcional, no vinculante, no 
implica coadministración, no versa sobre la conveniencia de 
las decisiones de los administradores de recursos públicos, 
se realizará en forma de advertencia al gestor fiscal y deberá 
estar incluido en un sistema general de advertencia público. 
El ejercicio y la coordinación del control concomitante y 
preventivo corresponde exclusivamente al Contralor General 
de la República en materias específicas.”, de la presente 
norma. 

Art. 23. El artículo 272 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 04 de 2019, art. 4º. 
Control fiscal en los entes territoriales. La vigilancia 
de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y 
municipios donde haya contralorías, corresponde a 
estas en forma concurrente con la Contraloría Gene-
ral de la República.  

La vigilancia de los municipios incumbe a las 
contralorías departamentales, salvo lo que la ley 
determine respecto de contralorías municipales.  

La ley regulará las competencias concurrentes 
entre contralorías y la prevalencia de la Contraloría 
General de la República.  

Corresponde a las asambleas y a los concejos 
distritales y municipales organizar las respectivas 
contralorías como entidades técnicas dotadas de 
autonomía administrativa y presupuestal, y garantizar 
su sostenibilidad fiscal.  

La Auditoría General de la República realizará la 
certificación anual de las contralorías territoriales a 
partir de indicadores de gestión, la cual será el insumo 
para que la Contraloría General de la República inter-
venga administrativamente las contralorías territoriales 
y asuma competencias cuando se evidencie falta de 
objetividad y eficiencia.  

Los contralores departamentales, distritales y 
municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, 
las funciones atribuidas al Contralor General de la 
República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, 



según los principios de coordinación, concurrencia, y 
subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría 
General de la República será preferente en los térmi-
nos que defina la ley.  

Los Contralores departamentales, distritales y 
municipales serán elegidos por las Asambleas Depar-
tamentales, Concejos Municipales y Distritales, de 
terna conformada por quienes obtengan los mayores 
puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, 
siguiendo los principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y equidad de 
género, para un período de cuatro años que no podrá 
coincidir con el período del correspondiente goberna-
dor y alcalde.  

Ningún contralor podrá ser reelegido para el pe-
ríodo inmediato.  

Para ser elegido contralor departamental, distrital 
o municipal se requiere ser colombiano por nacimien-
to, ciudadano en ejercicio, tener más de veinticinco 
años, acreditar título universitario y las demás calida-
des que establezca la ley.  

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el 
último año miembro de la Asamblea o Concejo que 
deba hacer la elección, ni quien haya ocupado cargo 
público en la rama ejecutiva del orden departamental, 
distrital o municipal.  

Quien haya ocupado en propiedad el cargo de 
contralor departamental, distrital o municipal, no podrá 
desempeñar empleo oficial alguno en el respectivo 
departamento, distrito o municipio, ni ser inscrito como 
candidato a cargos de elección popular sino un año 
después de haber cesado en sus funciones.  

Parágrafo transitorio 1°. La siguiente elección de 
todos los contralores territoriales se hará para un 
período de dos años.  

Parágrafo transitorio 2°. En un término no supe-
rior a un año la ley reglamentará el fortalecimiento 
financiero de las contralorías departamentales, munici-
pales y distritales con recursos provenientes principal-
mente de los ingresos corrientes de libre destinación 
más cuota de fiscalización que aportarán los sujetos de 
control del respectivo departamento, distrito o munici-
pio. Esta ley será presentada por el Gobierno y la 
Contraloría General de la República. 

Art. 24. El artículo 281 de la Constitución Política 
quedará así: 

El Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo 
ejercerá sus funciones de manera autónoma. Será 
elegido por la Cámara de Representantes para un 
período institucional de cuatro años de terna elabora-
da por el Presidente de la República.  

Art. 25. El artículo 283 de la Constitución Política 
quedará así: 

Organización de la Defensoría del Pueblo. La 
Ley determinará lo relativo a la organización y funcio-
namiento de la Defensoría del Pueblo como ente 
autónomo administrativa y presupuestalmente.  

Art. 26. Concordancias, vigencias y derogatorias. 
Sustitúyase la expresión “Consejo Superior de la 

Judicatura” por la de “Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial” en el artículo 116 de la Constitución Política. 

… 
Elimínese la expresión “y podrán ser reelegidos 

por una sola vez” en el artículo 264 de la Constitución 
Política. 

Elimínese la expresión “Podrá ser reelegido por 
una sola vez y” en el artículo 266 de la Constitución 
Política. 

La Comisión de Investigación y Acusación de la 
Cámara de Representantes mencionada en el artículo 
178 de la Constitución Política, no será una de las 
comisiones permanentes previstas en el artículo 142 
de la misma. 

… 
Ver encabezado del Capítulo 7° del Título VIII de 

la Constitución Política. 
Ver artículos 261, 262 y 263 de la Constitución 

Política. 
El presente Acto Legislativo rige a partir de su 

promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2015 
(junio 25) 

por el cual se reforma el artículo 221 de la Constitución Política 
de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1°. Ver artículo 221 de la Constitución Política, 

modificado por el Acto Legislativo 02 de 1995, art. 1°. 
Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 

de la fecha de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2013 
(julio 15) 

por el cual se modifica el artículo 176 de la Constitución Política, 
para fortalecer la representación en el Congreso de la República 

de los colombianos residentes en el exterior 
DECRETA: 

Art. 1°. Ver artículo 176 de la Constitución Política, 
modificado por el Acto Legislativo 02 de 2005, art. 1°. 



Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de la fecha de su publicación y modifica, adiciona el 
parágrafo 6° (sic) del artículo 176 de la Constitución 
Política. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2012 
(diciembre 27) 

por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la 
Constitución Política de Colombia 

Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-740 del 
23 de octubre de 2013. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2012 
(julio 31) 

por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de 
justicia transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución 

Política y se dictan otras disposiciones 

ACTO LEGISLATIVO 06 DE 2011 
(noviembre 24) 

por el cual se reforma el numeral 4º del artículo 235, el artículo 
250 y el numeral 1º del artículo 251 de la Constitución Política 

DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 235 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 02 de 2015, art. 13. 
Modificado. Acto Legislativo 01 de 2018, art. 3º. 
Atribuciones de la Corte Suprema de Justicia. Son 
atribuciones de la Corte Suprema de Justicia:  

1. Actuar como tribunal de casación.  
2. Conocer del derecho de impugnación y del re-

curso de apelación en materia penal, conforme lo 
determine la Ley.  

3. Juzgar al Presidente de la República, o a 
quien haga sus veces y a los altos funcionarios de 
que trata el artículo 174, previo el procedimiento 
establecido [en los numerales 2 y 3 del] artículo 175 
de la Constitución Política, por cualquier conducta 
punible que se les impute. Para estos juicios la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia estará confor-
mada además por Salas Especiales que garanticen el 
derecho de impugnación y la doble instancia.  

4. Investigar y juzgar a los miembros del Congre-
so.  

5. Juzgar, a través de la Sala Especial de Prime-
ra Instancia, de la Sala Penal de la Corte Suprema de 

Justicia, previa acusación del Fiscal General de la 
Nación, del Vicefiscal General de la Nación, o de sus 
delegados de la Unidad de Fiscalías ante la Corte 
Suprema de Justicia, al Vicepresidente de la Repúbli-
ca, a los Ministros del Despacho, al Procurador 
General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de 
Estado y ante los Tribunales, Directores de los Depar-
tamentos Administrativos, al Contralor General de la 
República, a los Embajadores y jefe de misión diplo-
mática o consular, a los Gobernadores, a los Magis-
trados de Tribunales y a los Generales y Almirantes 
de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se 
les imputen.  

6. Resolver, a través de la Sala de Casación Pe-
nal de la Corte Suprema de Justicia, los recursos de 
apelación que se interpongan contra las decisiones 
proferidas por la Sala Especial de Primera Instancia 
de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.  

7. Resolver, a través de una Sala integrada por 
tres Magistrados de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia y que no hayan participado 
en la decisión, conforme lo determine la Ley, la 
solicitud de doble conformidad judicial de la primera 
condena de la sentencia proferida por los restantes 
Magistrados de dicha Sala en los asuntos a que se 
refieren los numerales 1, 3, 4, 5 y 6 del presente 
artículo, o de los fallos que en esas condiciones 
profieran los Tribunales Superiores o Militares.  

8. Conocer de todos los negocios contenciosos 
de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la nación, en los casos previstos por el 
derecho internacional.  

9. Darse su propio reglamento.  
10. Las demás atribuciones que señale la Ley.  
Parágrafo. Cuando los funcionarios antes enuncia-

dos hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, el 
fuero solo se mantendrá para las conductas punibles 
que tengan relación con las funciones desempeñadas. 

Art. 2°. Ver parágrafo 2° del artículo 250 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 03 de 2002, art. 2°. 

Art. 3°. Ver numeral 1º del artículo 251 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 03 de 2002, art. 3°. 

Art. 4°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 



ACTO LEGISLATIVO 05 DE 2011** 
(julio 18) 

por el cual se constituye el Sistema General de Regalías, se 
modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución Política y 
se dictan otras disposiciones sobre el Régimen de Regalías 

y Compensaciones 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 360 de la Constitución Política 
quedará así: 

Explotación de recursos naturales no renovables y 
regalías territoriales. La explotación de un recurso 
natural no renovable causará, a favor del Estado, una 
contraprestación económica a título de regalía, sin 
perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que 
se pacte. La ley determinará las condiciones para la 
explotación de los recursos naturales no renovables. 

Mediante otra Ley, a iniciativa del Gobierno, la 
Ley determinará la distribución, objetivos, fines, 
administración, ejecución, control, el uso eficiente y la 
destinación de los ingresos provenientes de la explo-
tación de los recursos naturales no renovables preci-
sando las condiciones de participación de sus benefi-
ciarios. Este conjunto de ingresos, asignaciones, 
órganos, procedimientos y regulaciones constituye el 
Sistema General de Regalías. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
317 del 3 de mayo de 2012, declaró exequible la presente 
norma.  

Art. 2°. El artículo 361 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 05 de 2019, art. 1º. 
Sistema General de Regalías. Los ingresos corrientes 
del Sistema General de Regalías se destinarán a la 
financiación de proyectos de inversión que contribu-
yan al desarrollo social, económico, y ambiental de 
las entidades territoriales.  

Los ingresos a los que se refieren el inciso ante-
rior, se distribuirán de la siguiente manera:  

20% para los departamentos y municipios en cu-
yo territorio se adelante la explotación de recursos 
naturales no renovables, así como para los munici-
pios con puertos marítimos y fluviales por donde se 
transporten dichos recursos o productos derivados de 
los mismos. Los municipios donde se exploten recur-
sos naturales no renovables tendrán además una 
participación adicional del 5% que podrán ser antici-
pados en los términos que defina la ley que desarrolle 
el Sistema.  
                                                           

** La Corte Constitucional mediante sentencia C-010 del 23 
de enero de 2013, declaró exequible la presente norma. 

15% para los municipios más pobres del país, 
con criterios de necesidades básicas insatisfechas y 
población, de los cuales, mínimo dos (2) puntos 
porcentuales se destinarán a proyectos relacionados 
o con incidencia sobre el ambiente y el desarrollo 
sostenible, que serán invertidos de acuerdo con una 
estrategia nacional de protección de áreas ambienta-
les estratégicas por los municipios.  

34% para los proyectos de inversión regional de 
los departamentos, municipios y distritos, con criterios 
de necesidades básicas insatisfechas, población y 
desempleo, priorizando proyectos de alto impacto 
regional.  

1% para la conservación de las áreas ambienta-
les estratégicas y la lucha nacional contra la defores-
tación.  

10% para la inversión en ciencia, tecnología e in-
novación, a través de convocatorias públicas, abier-
tas, y competitivas, en los términos que defina la ley 
que desarrolle el Sistema, de los cuales, mínimo dos 
(2) puntos porcentuales se destinarán a investigación 
o inversión de proyectos de ciencia, tecnología e 
innovación en asuntos relacionados o con incidencia 
sobre el ambiente y el desarrollo sostenible.  

2% para el funcionamiento, la operatividad y ad-
ministración del sistema, para la fiscalización de la 
exploración y explotación de los yacimientos y cono-
cimiento y cartografía geológica del subsuelo, la 
evaluación y el monitoreo del licenciamiento ambien-
tal a los proyectos de exploración y explotación de 
recursos naturales no renovables, para el incentivo a 
la exploración y a la producción.  

1% para la operatividad del Sistema de Segui-
miento, Evaluación y Control que velará por el uso 
eficiente y eficaz de los recursos, fortaleciendo la 
transparencia, la participación ciudadana y el Buen 
Gobierno; de este, la mitad se destinará a la Contralo-
ría General de la República.  

El remanente se destinará al ahorro para el pasi-
vo pensional y al ahorro para la estabilización de la 
inversión.  

El mayor recaudo generado, con respecto al pre-
supuesto bienal de regalías, se destinará en un 20% 
para mejorar los ingresos de las entidades territoriales 
donde se exploren y exploten recursos naturales no 
renovables, así como para los municipios con puertos 
marítimos o fluviales por donde se transporten dichos 
recursos o productos derivados de los mismos, un 
10% para los municipios más pobres del país, con 
criterios de necesidades básicas insatisfechas y 



población, un 20% para la conservación de las áreas 
ambientales estratégicas, y la lucha nacional contra la 
deforestación, un 5% para proyectos de emprendi-
miento y generación de empleo que permita de 
manera progresiva la ocupación de la mano de obra 
local en actividades económicas diferentes a la 
explotación de recursos naturales no renovables, y el 
45% restante se destinará para el ahorro de los 
departamentos, municipios y distritos.  

La ley a la que se refiere el inciso segundo del 
artículo 360 de la Constitución Política reglamentará 
todo lo contenido en este artículo, de manera que los 
proyectos de inversión guarden concordancia con el 
Plan Nacional de Desarrollo y los planes de desarrollo 
de las entidades territoriales. De igual manera, esta 
ley determinará las condiciones para la priorización 
de las Inversiones en agua potable y saneamiento 
básico, infraestructura educativa, generación de 
empleo formal y demás sectores de inversión, así 
como en las zonas costeras, fronterizas y de periferia. 
Así mismo, regulará los procesos e instancias de 
decisión que participarán en la definición de los 
proyectos de inversión, la cual deberá atender el 
principio de planeación con enfoque participativo, 
democrático y de concertación. En dichas instancias 
podrá participar el Gobierno nacional, propendiendo 
por el acceso de las entidades territoriales a los 
recursos del Sistema General de Regalías.  

El Sistema General de Regalías tendrá un siste-
ma presupuestal propio de iniciativa del Gobierno 
nacional, que se regirá por normas orgánicas en los 
términos del artículo 151 de la Constitución Política, el 
presupuesto será bienal y no hará parte del Presu-
puesto General de la Nación.  

Parágrafo. En ningún caso los porcentajes que 
actualmente reciben los departamentos, municipios y 
distritos por los fondos de Desarrollo Regional y 
Compensación Regional se disminuirán, como lo 
dispone el porcentaje de inversión regional estableci-
do en este artículo.  

Parágrafo 1° transitorio. El parágrafo 4° del ar-
tículo 1° y los parágrafos transitorios 7°, 9° y 10 del 
artículo 2° adicionados al presente artículo mediante 
el Acto legislativo número 04 de 2017 mantienen su 
vigencia, salvo lo relacionado con el inciso 3° del 
parágrafo 7° transitorio* del artículo 361 de la Consti-
tución Política, modificado por dicho Acto Legislativo. 
En todo caso y en desarrollo del Acto Legislativo 
número 02 de 2017, el Gobierno nacional debe 
garantizar la intangibilidad de los recursos de que 
trata este parágrafo transitorio, para cumplir con los 

mandatos relacionados con el Acuerdo Final para la 
terminación del Conflicto y la Construcción de una 
Paz Estable y Duradera.  

Parágrafo 2° transitorio. El Gobierno nacional ra-
dicará a más tardar el 30 de marzo de 2020 el proyec-
to de ley que ajuste el Sistema General de Regalías. 
Hasta tanto se promulgue la ley, seguirá vigente el 
régimen de regalías contemplado en los Actos Legis-
lativos 05 de 2011 y 04 de 2017 y las normas que lo 
desarrollen.  

Si al 30 de agosto de 2020 el Congreso de la 
República no ha expedido la ley a que se refiere el 
inciso anterior, se faculta por un (1) mes al Presidente 
de la República para expedir decretos con fuerza de 
Ley que garanticen la operación del Sistema según el 
nuevo marco constitucional, incluido el presupuesto 
para el 2021.  

Parágrafo 3° transitorio. El Gobierno nacional 
deberá, por medio del Sistema General de Regalías, 
adelantar los recursos que sean necesarios para la 
Paz definidos en el Acto Legislativo 04 de 2017 a los 
que hace referencia el parágrafo transitorio 7° de este 
artículo, correspondientes al 7% de las regalías para 
el OCAD Paz, previstos para la vigencia del Acuerdo. 
Dichos recursos serán invertidos exclusivamente en 
la implementación de los Planes de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET) o, en su momento, la Hoja 
de Ruta que los incorpore, durante los años 2020, 
2021 y 2022.  

En el caso en que los recursos de la asignación 
Paz sean efectivamente menores a los proyectados 
en el momento de adelantar los recursos, el Sistema 
General de Regalías, garantizará el pago de las 
obligaciones con cargo a los recursos de ahorro para 
la estabilización de la inversión.  

Para el efecto y con cargo a los mismos recur-
sos, las entidades que ejerzan administración del 
OCAD Paz correspondiente coordinarán la estrategia 
de estructuración de los proyectos. 

* Nota: El parágrafo 4º y los parágrafos transitorios 7º, 
9º y 10, que fueron adicionados por el Acto Legislativo 04 de 
2017 y que continúan vigentes por mandato del parágrafo 1º 
transitorio del Acto Legislativo 05 de 2019, se transcriben a 
continuación: 

Parágrafo 4°. Adicionado. Acto Legislativo 04 de 
2017, art. 1º. Cuando una entidad territorial que 
recibe recursos del Sistema General de Regalías para 
el ahorro pensional territorial cubra sus pasivos 
pensionales, destinará los recursos provenientes de 
esta fuente a la financiación de proyectos de inver-
sión. Durante los veinte (20) años siguientes a la 



entrada en vigencia del presente acto legislativo, 
estos proyectos deberán tener como objeto la imple-
mentación del Acuerdo Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera, incluyendo la financiación de proyectos 
destinados a la reparación integral de víctimas. Estos 
proyectos deberán ser definidos, por el Órgano 
Colegiado de Administración y Decisión de que trata 
el parágrafo 7° transitorio del artículo 2° del presente 
acto legislativo; con posterioridad a los veinte (20) 
años, dichos proyectos deberán ser definidos por los 
Órganos Colegiados de Administración y Decisión 
Municipales y Departamentales que trata el parágrafo 
2° del presente artículo. 

Las entidades territoriales que a la fecha de en-
trada en vigencia del presente Acto Legislativo cuen-
ten con recursos de ahorro pensional provenientes 
del Sistema General de Regalías, que sobrepasen el 
cubrimiento requerido de sus pasivos pensionales, los 
destinarán igualmente a la financiación de proyectos 
de inversión en los términos señalados en el inciso 
anterior. 

El Gobierno nacional, mediante decreto con fuer-
za de ley, que expedirá dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia del presente acto 
legislativo, reglamentará la materia. 

Para las entidades territoriales con una baja o 
nula incidencia del conflicto armado, los proyectos 
deberán ser aprobados por los Órganos Colegiados 
de Administración y decisión municipales y departa-
mentales que trata el parágrafo 2° del presente 
artículo, y serán destinados prioritariamente para la 
reparación integral a las víctimas o para el cierre de 
brechas. 

.... 
Parágrafo 7°. Transitorio. Adicionado. Acto Le-

gislativo 04 de 2017, art. 2º. Durante los veinte (20) 
años siguientes a la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo, un 7% de los ingresos del Sistema 
General de Regalías se destinarán a una asignación 
para la Paz que tendrá como objeto financiar proyec-
tos de inversión para la implementación del Acuerdo 
Final para la Terminación del Conflicto y la Construc-
ción de una Paz Estable y Duradera, incluyendo la 
financiación de proyectos destinados a la reparación 
de víctimas.  

Igual destinación tendrá el 70% de los ingresos 
que por rendimientos financieros genere el Sistema 
General de Regalías en estos años, con excepción de 
los generados por las asignaciones directas de que 

trata el inciso segundo del presente artículo. El 30% 
restante se destinará para incentivar la producción de 
municipios, en cuyos territorios se exploten los recur-
sos naturales no renovables y a los municipios y 
distritos con puertos marítimos y fluviales por donde 
se transporten dichos recursos o derivados de los 
mismos.  

.... 
Los recursos a los que se refieren los incisos 1° 

y 2° de este parágrafo, se distribuirán priorizando las 
entidades territoriales más afectadas por la pobreza 
rural, las economías ilegales, la debilidad institucional, 
el conflicto armado y los municipios en cuyo territorio 
se adelanten explotaciones de recursos naturales no 
renovables y se orientarán a cerrar las brechas 
sociales, económicas e institucionales en dichas 
entidades territoriales.  

Los proyectos de inversión a ser financiados con 
los recursos a los que se refieren los incisos 1° y 2° 
de este parágrafo, serán definidos por un Órgano 
Colegiado de Administración y Decisión, en el cual 
tendrán asiento el Gobierno nacional, representado 
por el Ministro de Hacienda y Crédito Público o su 
delegado, un (1) representante del organismo nacio-
nal de planeación, y un (1) representante del Presi-
dente de la República; el Gobierno departamental 
representado por dos (2) Gobernadores y el Gobierno 
municipal, representado por dos (2) alcaldes.  

Asistirán a este Órgano Colegiado de Adminis-
tración y Decisión, en calidad de invitados permanen-
tes con voz y sin voto, dos Senadores y dos Repre-
sentantes a la Cámara.  

Para cumplir con lo dispuesto en el presente pa-
rágrafo transitorio, el Gobierno nacional, dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia del 
presente acto legislativo, expedirá los decretos con 
fuerza de ley necesarios para ajustar el presupuesto 
del bienio 2017-2018 y para adoptar las medidas 
requeridas para el funcionamiento de este Órgano 
Colegiado de Administración y Decisión, y de la 
Asignación para la Paz.  

.... 
Parágrafo 9°. Transitorio. Adicionado. Acto Le-

gislativo 04 de 2017, art. 2º. Los proyectos de inver-
sión a financiarse con los recursos del Sistema 
General de Regalías destinados a la implementación 
del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y 
la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 
deberán guardar concordancia con el régimen de 
planeación vigente, el componente específico para la 



Paz y la implementación del Plan Plurianual de 
Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo y de los 
planes de desarrollo de las entidades territoriales.  

Parágrafo 10. Transitorio. Adicionado. Acto Le-
gislativo 04 de 2017, art. 2º. Durante los veinte (20) 
años siguientes a la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo, las entidades beneficiarias cuya 
apropiación bienal de inversión sea menor a 4.000 
salarios mínimos mensuales legales vigentes y que 
tengan un adecuado desempeño en la gestión de 
estos recursos, definirán directamente los proyectos 
de inversión cuando estos tengan como objeto la 
implementación del Acuerdo Final para la Termina-
ción del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera, en concordancia con el decreto 
con fuerza de ley que para el efecto expida el Go-
bierno nacional en los seis (6) meses siguientes a la 
entrada en vigencia del presente acto legislativo. Los 
demás proyectos serán definidos por el Órgano 
Colegiado de Administración y Decisión respectivo. 

Art. 3°. Vigencia y derogatorias. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de la fecha de su promulga-
ción. 

ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2011 
(julio 7) 

por medio del cual se incorpora un artículo transitorio a la 
Constitución Política de Colombia 

Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-249 del 
28 de marzo de 2012. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2011∗ 
(julio 1) 

por el cual se establece el principio de la sostenibilidad fiscal 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 334 de la Constitución Política 
quedará así: 

Dirección General del Estado en la economía y 
sostenibilidad fiscal. La dirección general de la eco-
nomía estará a cargo del Estado. Éste intervendrá, 
por mandato de la ley, en la explotación de los recur-
sos naturales, en el uso del suelo, en la producción, 
distribución, utilización y consumo de los bienes, y en 
los servicios públicos y privados, para racionalizar la 
economía con el fin de conseguir en el plano nacional 
y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el 
                                                           

∗ Declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-332 de 2012. 

mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, 
la distribución equitativa de las oportunidades y los 
beneficios del desarrollo y la preservación de un 
ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal 
deberá fungir como instrumento para alcanzar de 
manera progresiva los objetivos del Estado Social de 
Derecho. En cualquier caso el gasto público social 
será prioritario.  

El Estado, de manera especial, intervendrá para 
dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, 
de manera progresiva, que todas las personas, en 
particular las de menores ingresos, tengan acceso 
efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. 
También para promover la productividad y competiti-
vidad y el desarrollo armónico de las regiones.  

La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas 
y Órganos del Poder Público, dentro de sus compe-
tencias, en un marco de colaboración armónica.  

El Procurador General de la Nación o uno de los 
Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia 
por cualquiera de las máximas corporaciones judicia-
les, podrán solicitar la apertura de un incidente de 
impacto fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán 
las explicaciones de los proponentes sobre las con-
secuencias de la sentencia en las finanzas públicas, 
así como el plan concreto para su cumplimiento y se 
decidirá si procede modular, modificar o diferir los 
efectos de la misma, con el objeto de evitar alteracio-
nes serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso 
se afectará el núcleo esencial de los derechos fun-
damentales.  

Parágrafo. Al interpretar el presente artículo, bajo 
ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza 
administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la 
sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos 
fundamentales, restringir su alcance o negar su 
protección efectiva. 

Art. 2°. El inciso 1º del artículo 339 de la Consti-
tución Política quedará así: 

Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conforma-
do por una parte general y un plan de inversiones de 
las entidades públicas del orden nacional. En la parte 
general se señalarán los propósitos y objetivos 
nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de 
la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y 
orientaciones generales de la política económica, 
social y ambiental que serán adoptadas por el Go-
bierno. El plan de inversiones públicas contendrá los 
presupuestos plurianuales de los principales progra-
mas y proyectos de inversión pública nacional y la 



especificación de los recursos financieros requeridos 
para su ejecución, dentro de un marco que garantice 
la sostenibilidad fiscal. 

Art. 3°. El inciso 1º del artículo 346 de la Consti-
tución Política quedará así: 

El Gobierno formulará anualmente el presupues-
to de rentas y ley de apropiaciones, que será presen-
tado al Congreso dentro de los primeros diez días de 
cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de 
apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y 
aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal 
y corresponder al Plan Nacional de Desarrollo. 

Art. 4°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de la fecha de su promulgación. 

Nota: La Corte Constitucional, declaró exequible la pre-
sente norma mediante las sentencias C-288 del 18 de abril 
de 2012 y C-332 del 9 de mayo de 2012. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2011 
(junio 21) 

por el cual se deroga el artículo 76 y se modifica el artículo 77 de 
la Constitución Política de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1°. Derógase el artículo 76 de la Constitu-

ción Política. 
Art. 2°. El artículo 77 de la Constitución Política 

quedará así: 
Dirección y regulación de la televisión. El Con-

greso de la República expedirá la Ley que fijará la 
política en materia de televisión. 

… 
Art. 4°. El presente Acto Legislativo rige a partir 

de su promulgación. 
Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-

294 del 18 de abril de 2012, declaró exequible la presente 
norma. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2011 
(mayo 31) 

por el cual se adiciona el parágrafo del artículo 183 de la Consti-
tución Política de Colombia 

Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-1056 
del 5 de diciembre de 2012. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2009 
(diciembre 21) 

por el cual se reforma el artículo 49 de la Constitución Política 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 49 de la Constitución Política 
quedará así: 

Servicio de salud y saneamiento ambiental. La 
atención de la salud y el saneamiento ambiental son 
servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a 
todas las personas el acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud. 

Corresponde al Estado organizar, dirigir y regla-
mentar la prestación de servicios de salud a los habi-
tantes y de saneamiento ambiental conforme a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
También, establecer las políticas para la prestación de 
servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su 
vigilancia y control. Así mismo, establecer las compe-
tencias de la Nación, las entidades territoriales y los 
particulares y determinar los aportes a su cargo en los 
términos y condiciones señalados en la Ley. 

Los servicios de salud se organizarán en forma 
descentralizada, por niveles de atención y con partici-
pación de la comunidad. 

La ley señalará los términos en los cuales la 
atención básica para todos los habitantes será gratui-
ta y obligatoria. 

Toda persona tiene el deber de procurar el cui-
dado integral de su salud y de su comunidad. 

El porte y el consumo de sustancias estupefa-
cientes o sicotrópicas está prohibido, salvo prescrip-
ción médica. Con fines preventivos y rehabilitadores 
la Ley establecerá medidas y tratamientos administra-
tivos de orden pedagógico, profiláctico o terapéutico 
para las personas que consuman dichas sustancias. 
El sometimiento a esas medidas y tratamientos 
requiere el consentimiento informado del adicto. 

Así mismo el Estado dedicará especial atención 
al enfermo dependiente o adicto y a su familia para 
fortalecerla en valores y principios que contribuyan a 
prevenir comportamientos que afecten el cuidado 
integral de la salud de las personas y, por consiguien-
te, de la comunidad, y desarrollará en forma perma-
nente campañas de prevención contra el consumo de 
drogas o sustancias estupefacientes y en favor de la 
recuperación de los adictos. 

Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2009 
(julio 14) 

por el cual se modifican y adicionan unos artículos de la Constitu-
ción Política de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1°. Ver artículo 107 de la Constitución Políti-

ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2003, art. 
1°. 



Art. 2°. Ver artículo 108 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2003, art. 
2°. 

Art. 3°. Ver artículo 109 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2003, art. 
3°. 

Art. 4°. Ver inciso 5º del artículo 122 de la Cons-
titución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 
de 2004, art. 1°. 

Art. 5°. El artículo 133 de la Constitución Política 
quedará así: 

Naturaleza del cargo de congresista. Los miem-
bros de cuerpos colegiados de elección directa 
representan al pueblo, y deberán actuar consultando 
la justicia y el bien común. El voto de sus miembros 
será nominal y público, excepto en los casos que 
determine la Ley. 

El elegido es responsable políticamente ante la 
sociedad y frente a sus electores del cumplimiento de 
las obligaciones propias de su investidura. 

Art. 6°. Ver artículo 134 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 03 de 1993, art. 
1°. 

Art. 7°. El artículo 144 de la Constitución Política 
quedará así: 

Publicidad de las sesiones. Las sesiones de las 
cámaras y de sus comisiones permanentes serán 
públicas, con las limitaciones a que haya lugar con-
forme a su reglamento. 

El ejercicio del cabildeo será reglamentado me-
diante Ley. 

Art. 8°. El numeral 7º del artículo 237 de la 
Constitución Política quedará así: 

Conocer de la acción de nulidad electoral con su-
jeción a las reglas de competencia establecidas en la 
Ley. 

Art. 9°. Ver parágrafo 1° del artículo 258 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 01 de 2003, art. 11. 

Art. 10. Ver artículo 261 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 03 de 1993, art. 
2°. 

Art. 11. Ver artículo 263 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2003, art. 
12. 

Art. 12. El artículo 265 de la Constitución Política 
quedará así: 

Funciones del Consejo Nacional Electoral. El 
Consejo Nacional Electoral regulará, inspeccionará, 

vigilará y controlará toda la actividad electoral de los 
partidos y movimientos políticos, de los grupos signifi-
cativos de ciudadanos, de sus representantes legales, 
directivos y candidatos, garantizando el cumplimiento 
de los principios y deberes que a ellos corresponden, 
y gozará de autonomía presupuestal y administrativa. 
Tendrá las siguientes atribuciones especiales: 

1. Ejercer la suprema inspección, vigilancia y 
control de la organización electoral. 

2. Dar posesión de su cargo al Registrador Na-
cional del Estado Civil. 

3. Conocer y decidir definitivamente los recursos 
que se interpongan contra las decisiones de sus 
delegados sobre escrutinios generales y en tales 
casos hacer la declaratoria de elección y expedir las 
credenciales correspondientes. 

4. Además, de oficio, o por solicitud, revisar es-
crutinios y los documentos electorales concernientes 
a cualquiera de las etapas del proceso administrativo 
de elección con el objeto de que se garantice la 
verdad de los resultados. 

5. Servir de cuerpo consultivo del Gobierno en 
materias de su competencia, presentar proyectos de 
acto legislativo y de Ley, y recomendar proyectos de 
decreto. 

6. Velar por el cumplimiento de las normas sobre 
partidos y movimientos políticos y de las disposicio-
nes sobre publicidad y encuestas de opinión política; 
por los derechos de la oposición y de las minorías, y 
por el desarrollo de los procesos electorales en 
condiciones de plenas garantías. 

7. Distribuir los aportes que para el financiamien-
to de las campañas electorales y para asegurar el 
derecho de participación política de los ciudadanos, 
establezca la Ley. 

8. Efectuar el escrutinio general de toda votación 
nacional, hacer la declaratoria de elección y expedir 
las credenciales a que haya lugar. 

9. Reconocer y revocar la personería jurídica de 
los partidos y movimientos políticos. 

10. Reglamentar la participación de los partidos y 
movimientos políticos en los medios de comunicación 
social del Estado. 

11. Colaborar para la realización de consultas de 
los partidos y movimientos para la toma de decisiones 
y la escogencia de sus candidatos. 

12. Decidir la revocatoria de la inscripción de 
candidatos a Corporaciones Públicas o cargos de 
elección popular, cuando exista plena prueba de que 



aquellos están incursos en causal de inhabilidad 
prevista en la Constitución y la Ley. En ningún caso 
podrá declarar la elección de dichos candidatos. 

13. Darse su propio reglamento. 
14. Las demás que le confiera la Ley. 
Art. 13. Inexequible. Corte Constitucional, sen-

tencia C-040 del 1º de febrero de 2010. 
… 
Art. 15. Vigencia. El presente Acto Legislativo 

regirá a partir de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2008 
(diciembre 26) 

por medio del cual se adiciona el artículo 125 de la Constitución 
Política 

Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-588 del 
27 de agosto de 2009. 

ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2007 
(julio 11) 

por el cual se reforman los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política 

DECRETA: 
Art. 1°. Ver inciso 4º del artículo 356 de la Cons-

titución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 
de 1993, art. 2°. 

Art. 2°. Ver literal a) del inciso 6º del artículo 356 
de la Constitución Política, modificado por el Acto 
Legislativo 01 de 1993, art. 2°. 

Art. 3º. Ver incisos 10 y 11 del artículo 356 de la 
Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-
vo 01 de 1993, art. 2°. 

Art. 4°. Ver artículo 357 de la Constitución Política, 
modificado por el Acto Legislativo 01 de 1995, art. 1°. 

Art. 5°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
del 1º de enero de 2008. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
427 del 30 de abril de 2008, declaró exequible el Acto 
Legislativo 04 de 2007. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2007 
(julio 10) 

por medio del cual se modifica el artículo 323 de la Constitución 
Política 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2007 
(julio 6) 

por medio del cual se modifican los artículos 328 y 356 de la 
Constitución Política de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1°. Ver inciso 12 del artículo 356 de la Cons-

titución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 
de 1993, art. 2°. 

Art. 2°. El artículo 328 de la Constitución Políti-
ca, quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 02 de 2018, art. 2º. 
Distritos Especiales. El Distrito Turístico y Cultural de 
Cartagena de Indias, el Distrito Turístico, Cultural e 
histórico de Santa Marta y Barranquilla conservarán 
su régimen y carácter, y se organiza a Buenaventura 
y Tumaco como Distrito Especial, Industrial, Portuario, 
Biodiverso y Ecoturístico. 

Adicionado. Acto Legislativo 01 de 2019, art. 2º. 
La ciudad de Barrancabermeja se organiza como 
Distrito Especial Portuario, Biodiverso, Industrial y 
Turístico. 

Adicionado. Acto Legislativo 01 de 2021, art. 2º. 
La ciudad de Medellín se organiza como Distrito 
Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Parágrafo. Adicionado. Acto Legislativo 01 de 
2021, art. 2º. Los municipios del Área Metropolitana 
del Valle de Aburrá que así lo consideren, podrán 
acceder a los beneficios del Distrito Especial de 
Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín, de 
conformidad con la Ley que lo reglamente. No obstan-
te, se garantizará la continuidad de las funciones y 
competencias que residen en el Área Metropolitana 
del Valle de Aburrá. 

Art. 3°. Este Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2007 
(junio 27) 

por medio del cual se modifican los numerales 8º y 9º del artículo 
135, se modifican los artículos 299 y 312, y se adicionan dos 

numerales a los artículos 300 y 313 de la Constitución Política 
de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1º. El numeral 8º del artículo 135 de la Cons-

titución Política quedará así: 
Citar y requerir a los ministros, superintendentes 

y directores de departamentos administrativos para 
que concurran a las sesiones. Las citaciones deberán 
hacerse con una anticipación no menor de cinco días 
y formularse en cuestionario escrito. En caso de que 
los ministros, superintendentes o directores de depar-
tamentos administrativos no concurran, sin excusa 
aceptada por la respectiva cámara, esta podrá propo-
ner moción de censura. Los ministros, superintenden-



tes o directores administrativos deberán ser oídos en 
la sesión para la cual fueron citados, sin perjuicio de 
que el debate continúe en las sesiones posteriores 
por decisión de la respectiva cámara. El debate no 
podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y 
deberá encabezar el orden del día de la sesión. 

Art. 2°. El numeral 9º del artículo 135 de la 
Constitución Política quedará así: 

Proponer moción de censura respecto de los mi-
nistros, superintendentes y directores de departamen-
tos administrativos por asuntos relacionados con 
funciones propias del cargo, o por desatención a los 
requerimientos y citaciones del Congreso de la 
República. La moción de censura, si hubiere lugar a 
ella, deberá proponerla por lo menos la décima parte 
de los miembros que componen la respectiva Cáma-
ra. La votación se hará entre el tercero y el décimo 
día siguientes a la terminación del debate, con au-
diencia pública del funcionario respectivo. Su aproba-
ción requerirá el voto afirmativo de la mitad más uno 
de los integrantes de la Cámara que la haya propues-
to. Una vez aprobada, el funcionario quedará separa-
do de su cargo. Si fuere rechazada, no podrá presen-
tarse otra sobre la misma materia a menos que la 
motiven hechos nuevos. La renuncia del funcionario 
respecto del cual se haya promovido moción de 
censura no obsta para que la misma sea aprobada 
conforme a lo previsto en este artículo. Pronunciada 
una Cámara sobre la moción de censura su decisión 
inhibe a la otra para pronunciarse sobre la misma. 

Art. 3º. Ver artículo 299 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 1996, art. 
1°. 

Art. 4º. Ver numerales 13 y 14 del artículo 300 de 
la Constitución Política, modificado por el Acto Legis-
lativo 01 de 1996, art. 2°. 

Art. 5º. Ver artículo 312 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2002, art. 
4º. 

Art. 6º. Los numerales 11 y 12 del artículo 313 
de la Constitución Política quedarán así: 

11) En las capitales de los departamentos y los 
municipios con población mayor de veinticinco mil 
habitantes, citar y requerir a los secretarios del des-
pacho del alcalde para que concurran a las sesiones. 
Las citaciones deberán hacerse con una anticipación 
no menor de cinco (5) días y formularse en cuestiona-
rio escrito. En caso de que los secretarios no concu-
rran, sin excusa aceptada por el concejo distrital o 
municipal, este podrá proponer moción de censura. 
Los secretarios deberán ser oídos en la sesión para la 

cual fueron citados, sin perjuicio de que el debate 
continúe en las sesiones posteriores por decisión del 
concejo. El debate no podrá extenderse a asuntos 
ajenos al cuestionario y deberá encabezar el orden 
del día de la sesión. 

Los concejos de los demás municipios, podrán 
citar y requerir a los secretarios del despacho del 
alcalde para que concurran a las sesiones. Las 
citaciones deberán hacerse con una anticipación no 
menor de cinco (5) días y formularse en cuestionario 
escrito. En caso de que los secretarios no concurran, 
sin excusa aceptada por el concejo distrital o munici-
pal, cualquiera de sus miembros podrá proponer 
moción de observaciones que no conlleva al retiro del 
funcionario correspondiente. Su aprobación requerirá 
el voto afirmativo de las dos terceras partes de los 
miembros que integran la corporación. 

12) Proponer moción de censura respecto de los 
secretarios del despacho del alcalde por asuntos 
relacionados con funciones propias del cargo o por 
desatención a los requerimientos y citaciones del 
concejo distrital o municipal. La moción de censura 
deberá ser propuesta por la mitad más uno de los 
miembros que componen el concejo distrital o munici-
pal. La votación se hará entre el tercero y el décimo 
día siguientes a la terminación del debate, con au-
diencia pública del funcionario respectivo. Su aproba-
ción requerirá el voto afirmativo de las dos terceras 
partes de los miembros que integran la corporación. 
Una vez aprobada, el funcionario quedará separado 
de su cargo. Si fuere rechazada no podrá presentarse 
otra sobre la misma materia a menos que la motiven 
hechos nuevos. La renuncia del funcionario respecto 
del cual se haya promovido moción de censura no 
obsta para que la misma sea aprobada conforme a lo 
previsto en este artículo. 

Art. 7º. El presente Acto Legislativo empezará a 
regir el 1º de enero del año 2008. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2005 
(diciembre 29) 

por el cual se modifica el artículo 176 de la Constitución Política  
DECRETA: 

Art. 1°. Ver artículo 176 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2005, art. 
1°. 

Art. 2°. Lo dispuesto en este Acto Legislativo en 
relación con la conformación de la Cámara de Repre-
sentantes por circunscripciones territoriales regirá a 
partir de las elecciones que se celebren en el año 



2010. Lo relativo a las circunscripciones especiales y 
a la circunscripción internacional regirá a partir de las 
siguientes elecciones posteriores a su vigencia. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2005 
(julio 22) 

por el cual se modifica el artículo 176 de la Constitución Política. 
DECRETA: 

Art. 1º. El artículo 176 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 03 de 2005, art. 1º. 
Modificado. Acto Legislativo 01 de 2013, art. 1º. 
Circunscripciones territoriales y especiales, minorías 
étnicas y políticas. La Cámara de Representantes se 
elegirá en circunscripciones territoriales y circunscrip-
ciones especiales. 

Inc. 2º. Modificado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 6º. Cada departamento y el Distrito Capital de 
Bogotá conformará una circunscripción territorial. 
Habrá dos representantes por cada circunscripción 
territorial y uno más por cada 365.000 habitantes o 
fracción mayor de 182.500 que tengan en exceso 
sobre los primeros 365.000. La circunscripción territo-
rial conformada por el Departamento de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, elegirá adicionalmente 
un (1) Representante por la comunidad raizal de 
dicho departamento, de conformidad con la Ley. 

Para la elección de Representantes a la Cámara, 
cada departamento y el Distrito Capital de Bogotá 
conformarán una circunscripción territorial. 

Inc. 4º. Modificado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 6º. Las circunscripciones especiales asegurarán 
la participación en la Cámara de Representantes de 
los grupos étnicos y de los colombianos residentes en 
el exterior. Mediante estas circunscripciones se 
elegirán cuatro (4) Representantes, distribuidos así: 
dos (2) por la circunscripción de las comunidades 
afrodescendientes, uno (1) por la circunscripción de 
las comunidades indígenas, y uno (1) por la circuns-
cripción internacional. En esta última, sólo se contabi-
lizarán los votos depositados fuera del territorio 
nacional por ciudadanos residentes en el exterior. 

Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en 
la misma proporción del crecimiento de la población 
nacional, de acuerdo con lo que determine el censo. 
Le corresponderá a la organización electoral ajustar la 
cifra para la asignación de curules. 

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación 
de la fórmula contenida en el presente artículo, una 

circunscripción territorial pierde una o más curules, 
mantendrá las mismas que le correspondían a 20 de 
julio de 2002. 

Parágrafo transitorio. El Congreso de la Repúbli-
ca reglamentará la circunscripción internacional a 
más tardar el 16 de diciembre de 2013; de lo contra-
rio, lo hará el Gobierno Nacional dentro de los treinta 
(30) días siguientes a esa fecha. En dicha reglamen-
tación se incluirán, entre otros temas, la inscripción de 
candidatos, y la inscripción de ciudadanos habilitados 
para votar en el exterior, los mecanismos para pro-
mover la participación y realización del escrutinio de 
votos a través de los consulados y embajadas, y la 
financiación estatal para visitas al exterior por parte 
de los representantes elegidos.  

Art. 2º. El presente Acto Legislativo entrará en 
vigencia a partir de las elecciones a realizarse en el 
año 2006. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005 
(julio 22) 

por el cual se adiciona el artículo 48 de la Constitución Política 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 48 de la Constitución Política 
quedará así: 

Derecho a la seguridad social integral. La seguri-
dad social es un servicio público de carácter obligato-
rio que se prestará bajo la dirección, coordinación y 
control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos 
que establezca la Ley. 

Se garantiza a todos los habitantes el derecho 
irrenunciable a la seguridad social. 

El Estado, con la participación de los particula-
res, ampliará progresivamente la cobertura de la 
seguridad social que comprenderá la prestación de 
los servicios en la forma que determine la Ley. La 
seguridad social podrá ser prestada por entidades 
públicas o privadas, de conformidad con la Ley. 

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de 
las instituciones de la seguridad social para fines 
diferentes a ella. 

La Ley definirá los medios para que los recursos 
destinados a pensiones mantengan su poder adquisi-
tivo constante. 

El Estado garantizará los derechos, la sostenibi-
lidad financiera del sistema pensional, respetará los 
derechos adquiridos con arreglo a la Ley y asumirá el 
pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley 



esté a su cargo. Las Leyes en materia pensional que 
se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia 
de este acto legislativo, deberán asegurar la sosteni-
bilidad financiera de lo establecido en ellas. 

Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y 
embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la 
Ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, 
congelarse o reducirse el valor de la mesada de las 
pensiones reconocidas conforme a derecho. 

Para adquirir el derecho a la pensión será nece-
sario cumplir con la edad, el tiempo de servicio, las 
semanas de cotización o el capital necesario, así 
como las demás condiciones que señala la Ley, sin 
perjuicio de lo dispuesto para las pensiones de 
invalidez y sobrevivencia. Los requisitos y beneficios 
para adquirir el derecho a una pensión de invalidez o 
de sobrevivencia serán los establecidos por las Leyes 
del Sistema General de Pensiones. 

En materia pensional se respetarán todos los de-
rechos adquiridos. 

Los requisitos y beneficios pensionales para to-
das las personas, incluidos los de pensión de vejez 
por actividades de alto riesgo, serán los establecidos 
en las leyes del Sistema General de Pensiones. No 
podrá dictarse disposición o invocarse acuerdo 
alguno para apartarse de lo allí establecido. 

Para la liquidación de las pensiones solo se ten-
drán en cuenta los factores sobre los cuales cada 
persona hubiere efectuado las cotizaciones. Ninguna 
pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal 
mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determi-
nar los casos en que se puedan conceder beneficios 
económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a 
personas de escasos recursos que no cumplan con 
las condiciones requeridas para tener derecho a una 
pensión. 

A partir de la vigencia del presente Acto Legisla-
tivo, no habrá regímenes especiales ni exceptuados, 
sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al 
Presidente de la República y a lo establecido en los 
parágrafos del presente artículo. 

Las personas cuyo derecho a la pensión se cau-
se a partir de la vigencia del presente acto legislativo 
no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensio-
nales al año. Se entiende que la pensión se causa 
cuando se cumplen todos los requisitos para acceder 
a ella, aun cuando no se hubiese efectuado el reco-
nocimiento. 

La Ley establecerá un procedimiento breve para 
la revisión de las pensiones reconocidas con abuso 

del derecho o sin el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la ley o en las convenciones y laudos 
arbitrales válidamente celebrados. 

Parágrafo 1º. A partir del 31 de julio de 2010, no 
podrán causarse pensiones superiores a veinticinco 
(25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
con cargo a recursos de naturaleza pública. 

Parágrafo 2º. A partir de la vigencia del presente 
Acto Legislativo no podrán establecerse en pactos, 
convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto 
jurídico alguno, condiciones pensionales diferentes a 
las establecidas en las Leyes del Sistema General de 
Pensiones. 

Parágrafo transitorio 1º. El régimen pensional de 
los docentes nacionales, nacionalizados y territoria-
les, vinculados al servicio público educativo oficial es 
el establecido para el Magisterio en las disposiciones 
legales vigentes con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en 
el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 
vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la 
citada Ley, tendrán los derechos de prima media 
establecidos en las leyes del Sistema General de 
Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 
812 de 2003. 

Parágrafo transitorio 2º. Sin perjuicio de los dere-
chos adquiridos, el régimen aplicable a los miembros 
de la Fuerza Pública y al Presidente de la República, 
y lo establecido en los parágrafos del presente artícu-
lo, la vigencia de los regímenes pensionales especia-
les, los exceptuados, así como cualquier otro distinto 
al establecido de manera permanente en las Leyes 
del Sistema General de Pensiones expirará el 31 de 
julio del año 2010. 

Parágrafo transitorio 3º. Las reglas de carácter 
pensional que rigen a la fecha de vigencia de este 
acto legislativo contenidas en pactos, convenciones 
colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente 
celebrados, se mantendrán por el término inicialmente 
estipulado. En los pactos, convenciones o laudos que 
se suscriban entre la vigencia de este acto legislativo 
y el 31 de julio de 2010, no podrán estipularse condi-
ciones pensionales más favorables que las que se 
encuentren actualmente vigentes. En todo caso 
perderán vigencia el 31 de julio de 2010. 

Parágrafo transitorio 4º. El régimen de transición 
establecido en la Ley 100 de 1993 y demás normas 
que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse 
más allá del 31 de julio de 2010; excepto para los 
trabajadores que estando en dicho régimen, además, 



tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equiva-
lente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia 
del presente Acto Legislativo, a los cuales se les 
mantendrá dicho régimen hasta el año 2014. 

Los requisitos y beneficios pensionales para las 
personas cobijadas por este régimen serán los exigi-
dos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás 
normas que desarrollen dicho régimen. 

Parágrafo transitorio 5º. De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 140 de la Ley 100 de 1993 y 
el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en 
vigencia de este último decreto, a los miembros del 
cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carce-
laria Nacional se les aplicará el régimen de alto riesgo 
contemplado en el mismo. A quienes ingresaron con 
anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen 
hasta ese entonces vigente para dichas personas por 
razón de los riesgos de su labor, éste es el dispuesto 
para el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual 
deben haberse cubierto las cotizaciones correspon-
dientes. 

Parágrafo transitorio 6º. Se exceptúan de lo es-
tablecido por el inciso 8° del presente artículo, aque-
llas personas que perciban una pensión igual o 
inferior a tres (3) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio 
de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas 
pensionales al año. 

Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de la fecha de su publicación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2004 
(diciembre 27) 

por el cual se reforman algunos artículos de la Constitución 
Política de Colombia y se dictan otras disposiciones 

DECRETA: 
Art. 1°. Los incisos segundo, tercero, quinto y 

sexto del artículo 127 de la Constitución Política 
quedarán así: 

Inc. 2º. A los empleados del Estado que se 
desempeñen en la Rama Judicial, en los órganos 
electorales, de control y de seguridad les está prohi-
bido tomar parte en las actividades de los partidos y 
movimientos y en las controversias políticas, sin 
perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio. 
A los miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo se les aplican las limitaciones contempladas en 
el artículo 219 de la Constitución. 

Inc. 3º. Los empleados no contemplados en esta 
prohibición solo podrán participar en dichas activida-

des y controversias en las condiciones que señale la 
Ley estatutaria. 

Inc. 5º. Derogado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 3º. 

Inc. 6º. Derogado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 3º. 

Art. 2°. El artículo 197 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 02 de 2015, art. 9º. 
Prohibición de reelección. No podrá ser elegido 
Presidente de la República el ciudadano que a cual-
quier título hubiere ejercido la Presidencia. Esta 
prohibición no cobija al Vicepresidente cuando la ha 
ejercido por menos de tres meses, en forma continua 
o discontinua, durante el cuatrienio. La prohibición de 
la reelección solo podrá ser reformada o derogada 
mediante referendo de iniciativa popular o asamblea 
constituyente. 

No podrá ser elegido Presidente de la República 
o Vicepresidente quien hubiere incurrido en alguna de 
las causales de inhabilidad consagradas en los 
numerales 1, 4 y 7 del artículo 179, ni el ciudadano 
que un año antes de la elección haya tenido la inves-
tidura de Vicepresidente o ejercido cualquiera de los 
siguientes cargos:  

Ministro, Director de Departamento Administrati-
vo, Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, de la 
Corte Constitucional, del Consejo de Estado, Comi-
sión Nacional de Disciplina Judicial, [Miembro de la 
Comisión de Aforados] o del Consejo Nacional Electo-
ral, Procurador General de la Nación, Defensor del 
Pueblo, Contralor General de la República, Fiscal 
General de la Nación, Registrador Nacional del 
Estado Civil, Comandantes de las Fuerzas Militares, 
Auditor General de la República, Director General de 
la Policía, Gobernador de Departamento o Alcalde. 

Nota: La expresión entre corchetes del inciso 3º fue de-
clarada inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-373 del 13 de julio de 2016. 

Art. 3°. El artículo 204 de la Constitución Política 
quedará así: 

Requisitos e inhabilidades. Para ser elegido Vi-
cepresidente se requieren las mismas calidades que 
para ser Presidente de la República. 

Incs. 2º y 3º. Eliminados. Acto Legislativo 02 de 
2015, art. 10. 

Art. 4°. El literal f) y parágrafo transitorio del ar-
tículo 152 de la Constitución Política quedarán así: 



f) La igualdad electoral entre los candidatos a la 
Presidencia de la República que reúnan los requisitos 
que determine la Ley. 

Parágrafo transitorio. El Gobierno Nacional o los 
miembros del Congreso presentarán, antes del 1° de 
marzo de 2005, un Proyecto de Ley estatutaria que 
desarrolle el literal f) del artículo 152 de la Constitu-
ción y regule además, entre otras, las siguientes 
materias: Garantías a la oposición, participación en 
política de servidores públicos, derecho al acceso 
equitativo a los medios de comunicación que hagan 
uso del espectro electromagnético, financiación 
preponderantemente estatal de las campañas presi-
denciales, derecho de réplica en condiciones de 
equidad cuando el Presidente de la República sea 
candidato y normas sobre inhabilidades para candida-
tos a la Presidencia de la República. 

El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá 
ser objeto de mensaje de insistencia si fuere necesa-
rio. El Congreso de la República expedirá la Ley 
Estatutaria antes del 20 de junio de 2005. Se reducen 
a la mitad los términos para la revisión previa de 
exequibilidad del Proyecto de Ley Estatutaria, por 
parte de la Corte Constitucional. 

[Si el Congreso no expidiere la ley en el término 
señalado o el proyecto fuere declarado inexequible 
por la Corte Constitucional, el Consejo de Estado, en 
un plazo de dos (2) meses reglamentará transitoria-
mente la materia]. 

Nota: El inciso final del parágrafo transitorio del literal f) 
fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C-1040 del 20 de octubre de 2005. 

Art. 5°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2004 
(enero 7) 

por el cual se modifica el inciso quinto del artículo 122 de la 
Constitución Política 

DECRETA: 
Art. 1º. El inciso 5º del artículo 122 de la Consti-

tución Política quedará así: 
Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 4º. 

Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca 
la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a 
cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados 
como servidores públicos, ni celebrar personalmente, 
o por interpuesta persona, contratos con el Estado, 
quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, 
por la comisión de delitos que afecten el patrimonio 

del Estado o quienes hayan sido condenados por 
delitos relacionados con la pertenencia, promoción o 
financiación de grupos armados ilegales, delitos de 
lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en 
el exterior. Tampoco quien haya dado lugar, como 
servidores públicos, con su conducta dolosa o grave-
mente culposa, así calificada por sentencia ejecuto-
riada, a que el Estado sea condenado a una repara-
ción patrimonial, salvo que asuma con cargo a su 
patrimonio el valor del daño. 

Art. 2º. Vigencia. El presente Referendo Consti-
tucional rige a partir de la fecha de su publicación. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
1000 del 12 de octubre de 2004, declaró exequible la presente 
norma. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2003 
(diciembre 18) 

por medio del cual se modifican los artículos 15, 24, 28 y 250 de 
la Constitución Política de Colombia para enfrentar el terrorismo 

Inexequible, Corte Constitucional, sentencia C-816 del 
30 de agosto de 2004. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2003 
(julio 3) 

por el cual se adopta una reforma Política Constitucional y se 
dictan otras disposiciones 

DECRETA: 
Art. 1º. El artículo 107 de la Constitución Política 

quedará así: 
Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 1º. 

Fundación, organización, afiliación y desarrollo de 
partidos y movimientos políticos. Se garantiza a todos 
los ciudadanos el derecho a fundar, organizar y 
desarrollar partidos y movimientos políticos, y la 
libertad de afiliarse a ellos o de retirarse. 

En ningún caso se permitirá a los ciudadanos 
pertenecer simultáneamente a más de un partido o 
movimiento político con personería jurídica. 

Los partidos y movimientos políticos se organiza-
rán democráticamente y tendrán como principios 
rectores la transparencia, objetividad, moralidad, la 
equidad de género, y el deber de presentar y divulgar 
sus programas políticos. 

Para la toma de sus decisiones o la escogencia 
de sus candidatos propios o por coalición, podrán 
celebrar consultas populares o internas o interpartidis-
tas que coincidan o no con las elecciones a corpora-
ciones públicas, de acuerdo con lo previsto en sus 
estatutos y en la Ley. 



En el caso de las consultas populares se aplica-
rán las normas sobre financiación y publicidad de 
campañas y acceso a los medios de comunicación 
del Estado, que rigen para las elecciones ordinarias. 
Quien participe en las consultas de un partido o 
movimiento político o en consultas interpartidistas, no 
podrá inscribirse por otro en el mismo proceso electo-
ral. El resultado de las consultas será obligatorio. 

Los directivos de los partidos y movimientos polí-
ticos deberán propiciar procesos de democratización 
interna y el fortalecimiento del régimen de bancadas. 

Los partidos y movimientos políticos deberán 
responder por toda violación o contravención a las 
normas que rigen su organización, funcionamiento o 
financiación, así como también por avalar candidatos 
elegidos en cargos o corporaciones públicas de 
elección popular, quienes hayan sido o fueren conde-
nados durante el ejercicio del cargo al cual se avaló 
mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el 
exterior por delitos relacionados con la vinculación a 
grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico 
o de delitos contra los mecanismos de participación 
democrática o de lesa humanidad. 

Los partidos o movimientos políticos también 
responderán por avalar a candidatos no elegidos para 
cargos o corporaciones públicas de elección popular, 
si estos hubieran sido o fueren condenados durante el 
período del cargo público al cual se candidatizó, 
mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el 
exterior por delitos relacionados con la vinculación a 
grupos armados ilegales y actividades del narcotráfi-
co, cometidos con anterioridad a la expedición del 
aval correspondiente. 

Las sanciones podrán consistir en multas, devo-
lución de los recursos públicos percibidos mediante el 
sistema de reposición de votos, hasta la cancelación 
de la personería jurídica. Cuando se trate de estas 
condenas a quienes fueron electos para cargos 
uninominales, el partido o movimiento que avaló al 
condenado, no podrá presentar candidatos para las 
siguientes elecciones en esa circunscripción. Si faltan 
menos de 18 meses para las siguientes elecciones, 
no podrán presentar terna, caso en el cual, el nomi-
nador podrá libremente designar el reemplazo. 

Los directivos de los partidos a quienes se de-
muestre que no han procedido con el debido cuidado 
y diligencia en el ejercicio de los derechos y obliga-
ciones que les confiere personería jurídica también 
estarán sujetos a las sanciones que determine la Ley. 

También se garantiza a las organizaciones socia-
les el derecho a manifestarse y a participar en even-
tos políticos. 

Quien siendo miembro de una corporación pública 
decida presentarse a la siguiente elección, por un 
partido distinto, deberá renunciar a la curul al menos 
doce (12) meses antes del primer día de inscripciones. 

Parágrafo transitorio 1°. Sin perjuicio de lo dis-
puesto por el artículo 134, dentro de los dos (2) 
meses siguientes a la entrada en vigencia del presen-
te acto legislativo, autorízase, por una sola vez, a los 
miembros de los cuerpos colegiados de elección 
popular, o a quienes hubieren renunciado a su curul 
con anterioridad a la vigencia del presente acto 
legislativo, para inscribirse en un partido distinto al 
que los avaló, sin renunciar a la curul o incurrir en 
doble militancia. 

Parágrafo transitorio 2°. El Gobierno Nacional o 
los miembros del Congreso presentarán, antes del 1° 
de agosto de 2009, un Proyecto de Ley Estatutaria 
que desarrolle este artículo. 

El Proyecto tendrá mensaje de urgencia y sesio-
nes conjuntas y podrá ser objeto de mensaje de 
insistencia si fuere necesario. Se reducen a la mitad 
los términos para la revisión previa de exequibilidad 
del Proyecto de Ley Estatutaria, por parte de la Corte 
Constitucional. 

Art. 2°. El artículo 108 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 2º. 
Personería jurídica de partidos y movimientos políti-
cos. Derechos que confiere. El Consejo Nacional 
Electoral reconocerá personería jurídica a los parti-
dos, movimientos políticos y grupos significativos de 
ciudadanos. Estos podrán obtenerlas con votación no 
inferior al tres por ciento (3%) de los votos emitidos 
válidamente en el territorio nacional en elecciones de 
Cámara de Representantes o Senado. Las perderán 
si no consiguen ese porcentaje en las elecciones de 
las mismas Corporaciones Públicas. Se exceptúa el 
régimen excepcional que se estatuya en la Ley para 
las circunscripciones de minorías étnicas y políticas, 
en las cuales bastará haber obtenido representación 
en el Congreso. 

También será causal de pérdida de la personería 
jurídica de los partidos y movimientos políticos si 
estos no celebran por lo menos durante cada dos (2) 
años convenciones que posibiliten a sus miembros 
influir en la toma de las decisiones más importantes 
de la organización política. 

Los partidos y movimientos políticos con perso-
nería jurídica reconocida podrán inscribir candidatos a 
elecciones. Dicha inscripción deberá ser avalada para 



los mismos efectos por el respectivo representante 
legal del partido o movimiento o por quien él delegue. 

Los movimientos sociales y grupos significativos 
de ciudadanos también podrán inscribir candidatos. 

Toda inscripción de candidato incurso en causal 
de inhabilidad, será revocada por el Consejo Nacional 
Electoral con respeto al debido proceso. 

Los Estatutos de los partidos y movimientos polí-
ticos regularán lo atinente a su régimen disciplinario 
interno. Los miembros de las corporaciones públicas 
elegidos por un mismo partido o movimiento político o 
grupo significativo de ciudadanos actuarán en ellas 
como bancada en los términos que señale la Ley y de 
conformidad con las decisiones adoptadas democráti-
camente por éstas. 

Los Estatutos internos de los partidos y movi-
mientos políticos determinarán los asuntos de con-
ciencia respecto de los cuales no se aplicará este 
régimen y podrán establecer sanciones por la inob-
servancia de sus directrices por parte de los miem-
bros de las bancadas, las cuales se fijarán gradual-
mente hasta la expulsión, y podrán incluir la pérdida 
del derecho de voto del congresista, diputado, conce-
jal o edil por el resto del período para el cual fue 
elegido. 

[Los partidos y movimientos políticos que ha-
biendo obtenido su personería jurídica como producto 
de la circunscripción especial de minorías étnicas 
podrán avalar candidatos sin más requisitos que su 
afiliación a dicho partido, con una antelación no 
inferior a un año respecto a la fecha de la inscripción]. 

Nota: El inciso 8º del artículo 2º del Acto Legislativo 01 
de 2009, modificatorio de la presente norma, fue declarado 
inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia 
C-702 del 6 de septiembre de 2010. 

Art. 3°. El artículo 109 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 3º. 
Financiación estatal de los partidos, movimientos 
políticos y campañas electorales. El Estado concurrirá 
a la financiación política y electoral de los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, de 
conformidad con la ley. 

Las campañas electorales que adelanten los 
candidatos avalados por partidos y movimientos con 
personería jurídica o por grupos significativos de 
ciudadanos, serán financiadas parcialmente con 
recursos estatales. 

La Ley determinará el porcentaje de votación ne-
cesario para tener derecho a dicha financiación. 

También se podrá limitar el monto de los gastos 
que los partidos, movimientos, grupos significativos 
de ciudadanos o candidatos puedan realizar en las 
campañas electorales, así como la máxima cuantía 
de las contribuciones privadas, de acuerdo con la 
Ley. 

Un porcentaje de esta financiación se entregará 
a partidos y movimientos con personería jurídica 
vigente, y a los grupos significativos de ciudadanos 
que avalen candidatos, previamente a la elección, o 
las consultas de acuerdo con las condiciones y 
garantías que determine la ley y con autorización del 
Consejo Nacional Electoral. 

Las campañas para elegir Presidente de la Re-
pública dispondrán de acceso a un máximo de espa-
cios publicitarios y espacios institucionales de radio y 
televisión costeados por el Estado, para aquellos 
candidatos de partidos, movimientos y grupos signifi-
cativos de ciudadanos cuya postulación cumpla los 
requisitos de seriedad que, para el efecto, determine 
la Ley. 

Para las elecciones que se celebren a partir de la 
vigencia del presente acto legislativo, la violación de 
los topes máximos de financiación de las campañas, 
debidamente comprobada, será sancionada con la 
pérdida de investidura o del cargo. La Ley reglamen-
tará los demás efectos por la violación de este pre-
cepto. 

Los partidos, movimientos, grupos significativos 
de ciudadanos y candidatos deberán rendir pública-
mente cuentas sobre el volumen, origen y destino de 
sus ingresos. 

Es prohibido a los partidos y movimientos políti-
cos y a grupos significativos de ciudadanos, recibir 
financiación para campañas electorales, de personas 
naturales o jurídicas extranjeras. Ningún tipo de 
financiación privada podrá tener fines antidemocráti-
cos o atentatorios del orden público. 

Parágrafo. La financiación anual de los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica ascen-
derá como mínimo a dos punto siete (2.7) veces la 
aportada en el año 2003, manteniendo su valor en el 
tiempo. 

La cuantía de la financiación de las campañas de 
los partidos y movimientos políticos con personería 
jurídica será por lo menos tres veces la aportada en el 
período 1999-2002 en pesos constantes de 2003. Ello 
incluye el costo del transporte del día de elecciones y 
el costo de las franquicias de correo hoy financiadas. 



Las consultas de los partidos y movimientos que 
opten por este mecanismo recibirán financiación 
mediante el sistema de reposición por votos deposi-
tados, manteniendo para ello el valor en pesos cons-
tantes vigente en el momento de aprobación de este 
acto legislativo. 

Parágrafo transitorio. El Gobierno Nacional o los 
miembros del Congreso presentarán, antes del 1° de 
agosto de 2009, un Proyecto de Ley Estatutaria que 
desarrolle este artículo. 

El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá 
ser objeto de mensaje de insistencia si fuere necesa-
rio. Se reducen a la mitad los términos para la revi-
sión previa de exequibilidad del Proyecto de Ley 
Estatutaria, por parte de la Corte Constitucional. 

Art. 4°. El artículo 111 de la Constitución Política 
quedará así: 

Acceso de los partidos y movimientos políticos a 
los medios de comunicación. Los partidos y movi-
mientos políticos con personería jurídica tienen 
derecho a utilizar los medios de comunicación que 
hagan uso del espectro electromagnético, en todo 
tiempo, conforme a la Ley. Ella establecerá así mismo 
los casos y la forma como los partidos, los movimien-
tos políticos y los candidatos debidamente inscritos, 
tendrán acceso a dichos medios. 

Art. 5°. El artículo 112 de la Constitución Política 
quedará así: 

Derechos de la oposición. Los partidos y movi-
mientos políticos con personería jurídica que se 
declaren en oposición al Gobierno, podrán ejercer 
libremente la función crítica frente a éste, y plantear y 
desarrollar alternativas políticas. Para estos efectos, 
se les garantizarán los siguientes derechos: el acceso 
a la información y a la documentación oficial, con las 
restricciones constitucionales y legales; el uso de los 
medios de comunicación social del Estado o en 
aquellos que hagan uso del espectro electromagnéti-
co de acuerdo con la representación obtenida en las 
elecciones para Congreso inmediatamente anteriores; 
la réplica en los mismos medios de comunicación. 

Los partidos y movimientos minoritarios con per-
sonería jurídica tendrán derecho a participar en las 
mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su 
representación en ellos. 

Una ley estatutaria reglamentará íntegramente la 
materia. 

Inc. 4º. Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 1º. El candidato que le siga en votos a quien la 
autoridad electoral declare elegido en el cargo de 

Presidente y Vicepresidente de la República, Gober-
nador de Departamento, Alcalde Distrital y Alcalde 
municipal tendrá el derecho personal a ocupar una 
curul en el Senado, Cámara de Representantes, 
Asamblea Departamental, Concejo Distrital y Concejo 
Municipal, respectivamente, durante el período de la 
correspondiente corporación. 

Inc. 5º. Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 1º. Las curules así asignadas en el Senado de la 
República y en la Cámara de Representantes serán 
adicionales a las previstas en los artículos 171 y 176. 
Las demás curules no aumentarán el número de 
miembros de dichas corporaciones. 

Inc. 6º. Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 1º. En caso de no aceptación de la curul en las 
corporaciones públicas de las entidades territoriales, 
la misma se asignará de acuerdo con la regla general 
de asignación de curules prevista en el artículo 263. 

Art. 6°. El parágrafo del artículo 125 de la Cons-
titución Política quedará así: 

Los períodos establecidos en la Constitución Po-
lítica o en la Ley para cargos de elección tienen el 
carácter de institucionales. Quienes sean designados 
o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo 
por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto 
del período para el cual este fue elegido. 

Art. 7°. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-372 del 27 de abril de 2004. 

Art. 8°. El inciso 5º del artículo 160 de la Consti-
tución Política quedará así: 

Ningún proyecto de Ley será sometido a votación 
en sesión diferente a aquélla que previamente se 
haya anunciado. El aviso de que un proyecto será 
sometido a votación lo dará la Presidencia de cada 
Cámara o Comisión en sesión distinta a aquélla en la 
cual se realizará la votación. 

Art. 9°. El artículo 161 de la Constitución Política 
quedará así: 

Conciliación de proyectos de ley. Cuando surgie-
ren discrepancias en las Cámaras respecto de un 
proyecto, ambas integrarán comisiones de conciliado-
res conformadas por un mismo número de Senadores 
y Representantes, quienes reunidos conjuntamente, 
procurarán conciliar los textos, y en caso de no ser 
posible, definirán por mayoría. 

Previa publicación por lo menos con un día de 
anticipación, el texto escogido se someterá a debate y 
aprobación de las respectivas plenarias. Si después 
de la repetición del segundo debate persiste la dife-
rencia, se considera negado el proyecto. 



Art. 10. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-332 del 4 de abril de 2005.  

Art. 11. El artículo 258 de la Constitución Política 
quedará así: 

Derecho al voto y elecciones. El voto es un dere-
cho y un deber ciudadano. El Estado velará porque se 
ejerza sin ningún tipo de coacción y en forma secreta 
por los ciudadanos en cubículos individuales instala-
dos en cada mesa de votación sin perjuicio del uso de 
medios electrónicos o informáticos. En las elecciones 
de candidatos podrán emplearse tarjetas electorales 
numeradas e impresas en papel que ofrezca seguri-
dad, las cuales serán distribuidas oficialmente. La 
Organización Electoral suministrará igualitariamente a 
los votantes instrumentos en los cuales deben apare-
cer identificados con claridad y en iguales condiciones 
los movimientos y partidos políticos con personería 
jurídica y los candidatos. La Ley podrá implantar 
mecanismos de votación que otorguen más y mejores 
garantías para el libre ejercicio de este derecho de los 
ciudadanos. 

Parágrafo 1º. Modificado. Acto Legislativo 01 de 
2009, art. 9º. Deberá repetirse por una sola vez la 
votación para elegir miembros de una corporación 
pública, gobernador, alcalde o la primera vuelta en las 
elecciones presidenciales, cuando del total de votos 
válidos, los votos en blanco constituyan la mayoría. 
Tratándose de elecciones unipersonales no podrán 
presentarse los mismos candidatos, mientras en las 
de Corporaciones Públicas no se podrán presentar a 
las nuevas elecciones las listas que no hayan alcan-
zado el umbral. 

Parágrafo 2º. Se podrá implementar el voto elec-
trónico para lograr agilidad y transparencia en todas 
las votaciones. 

Art. 12. El artículo 263 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 11. 
Modificado y subrogado. Acto Legislativo 02 de 2015, 
art. 21. Distribución de curules. Para garantizar la 
equitativa representación de los Partidos y Movimien-
tos Políticos y grupos significativos de ciudadanos, las 
curules de las Corporaciones Públicas se distribuirán 
mediante el sistema de cifra repartidora entre las 
listas de candidatos que superen un mínimo de votos 
que no podrá ser inferior al tres por ciento (3%) de los 
votos válidos para Senado de la República o al 
cincuenta por ciento (50%) del cuociente electoral en 
el caso de las demás Corporaciones, conforme lo 
establezcan la Constitución y la Ley.  

La cifra repartidora resulta de dividir sucesiva-
mente por uno, dos, tres o más, el número de votos 
por cada lista ordenando los resultados en forma 
decreciente hasta que se obtenga un número total de 
resultados igual al número de curules a proveer. El 
resultado menor se llamará cifra repartidora. Cada 
lista obtendrá tantas curules como veces esté conte-
nida la cifra repartidora en el total de sus votos.  

En las circunscripciones en las que se eligen dos 
miembros se aplicará el sistema de cuociente electo-
ral entre las listas que superen en votos el 30% de 
dicho cuociente. En las circunscripciones en las que 
se elige un miembro, la curul se adjudicará a la lista 
mayoritaria.  

Cuando ninguna de las listas supere el umbral, 
las curules se distribuirán entre todas las inscritas, de 
acuerdo con la regla de asignación que corresponda. 

Nota: El artículo 21 del Acto Legislativo 02 de 2015 re-
numeró el artículo 263A de la Constitución Política, que pasó 
a ser el artículo 263. 

Art. 13. Ver artículo 263 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2003, art. 
12. 

Art. 14. El artículo 264 de la Constitución Política 
quedará así: 

Composición de Consejo Nacional Electoral. El 
Consejo Nacional Electoral se compondrá de nueve 
(9) miembros elegidos por el Congreso de la Repúbli-
ca en pleno, para un período institucional de cuatro 
(4) años, mediante el sistema de cifra repartidora, 
previa postulación de los partidos o movimientos 
políticos con personería jurídica o por coaliciones 
entre ellos. Sus miembros serán servidores públicos 
de dedicación exclusiva, tendrán las mismas calida-
des, inhabilidades, incompatibilidades y derechos de 
los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

Parágrafo. La jurisdicción contencioso adminis-
trativa decidirá la acción de nulidad electoral en el 
término máximo de un (1) año. 

En los casos de única instancia, según la Ley, el 
término para decidir no podrá exceder de seis (6) 
meses. 

Nota: La expresión “y podrán ser reelegidos por una so-
la vez”, que se incluía al final del inciso primero, fue elimina-
da por el Acto Legislativo 02 de 2015, art. 26. 

Art. 15. El artículo 266 de la Constitución Política 
quedará así: 

Nombramiento y funciones del Registrador Na-
cional del Estado Civil. El Registrador Nacional del 
Estado Civil será escogido por los Presidentes de la 



Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y 
el Consejo de Estado, mediante concurso de méritos 
organizado según la Ley. Su período será de cuatro 
(4) años, deberá reunir las mismas calidades que 
exige la Constitución Política para ser Magistrado de 
la Corte Suprema de Justicia y no haber ejercido 
funciones en cargos directivos en partidos o movi-
mientos políticos dentro del año inmediatamente 
anterior a su elección. 

Ejercerá las funciones que establezca la ley, in-
cluida la dirección y organización de las elecciones, el 
registro civil y la identificación de las personas, así 
como la de celebrar contratos en nombre de la Na-
ción, en los casos que aquella disponga. 

La Registraduría Nacional estará conformada por 
servidores públicos que pertenezcan a una carrera 
administrativa especial a la cual se ingresará exclusi-
vamente por concurso de méritos y que preverá el 
retiro flexible de conformidad con las necesidades del 
servicio. En todo caso, los cargos de responsabilidad 
administrativa o electoral serán de libre remoción, de 
conformidad con la Ley. 

Nota: La expresión “Podrá ser reelegido una sola vez”, 
que se incluía al inicio del inciso segundo, fue eliminada por 
el Acto Legislativo 02 de 2015, art. 26. 

Art. 16. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-668 del 13 de julio de 2004. 

Art. 17. Inexequible. Corte Constitucional, sen-
tencia C-313 del 31 de marzo de 2004. 

Art. 18. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2002 
(diciembre 19) 

por el cual se reforma la Constitución Nacional 
DECRETA: 

Art. 1°. El artículo 116 de la Constitución Política 
quedará así: 

La administración de justicia. Inc. 1°. Modificado. 
Acto Legislativo 03 de 2023, art. 1º. La Corte Consti-
tucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, la 
Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los 
Jueces, administran Justicia. También lo hace la 
Justicia Penal Militar y la Jurisdicción Agraria y Rural. 

El órgano de cierre de la Jurisdicción Agraria y 
Rural será la Sala de Casación Civil, Agraria y Rural 
de la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas al Consejo de Estado en los 

términos del artículo 237 de la Constitución Política 
de Colombia. 

El Congreso ejercerá determinadas funciones ju-
diciales. 

Excepcionalmente la Ley podrá atribuir función 
jurisdiccional en materias precisas a determinadas 
autoridades administrativas. Sin embargo no les será 
permitido adelantar la instrucción de sumarios ni 
juzgar delitos. 

Los particulares pueden ser investidos transito-
riamente de la función de administrar justicia en la 
condición de [jurados en las causas criminales,] 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las 
partes para proferir fallos en derecho o en equidad, 
en los términos que determine la Ley. 

Nota: En la actualidad los particulares no actúan como 
jurados en causas criminales. 

Art. 2°. El artículo 250 de la Constitución Política 
quedará así: 

Funciones de la Fiscalía General de la Nación. 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a 
adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la 
investigación de los hechos que revistan las caracte-
rísticas de un delito que lleguen a su conocimiento 
por medio de denuncia, petición especial, querella o 
de oficio, siempre y cuando medien suficientes moti-
vos y circunstancias fácticas que indiquen la posible 
existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, 
suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución 
penal, salvo en los casos que establezca la Ley para 
la aplicación del principio de oportunidad regulado 
dentro del marco de la política criminal del Estado, el 
cual estará sometido al control de legalidad por parte 
del juez que ejerza las funciones de control de garan-
tías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miem-
bros de la Fuerza Pública en servicio activo y en 
relación con el mismo servicio. 

En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General 
de la Nación, deberá: 

1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de con-
trol de garantías las medidas necesarias que aseguren 
la comparecencia de los imputados al proceso penal, la 
conservación de la prueba y la protección de la comu-
nidad, en especial, de las víctimas. 

El juez que ejerza las funciones de control de ga-
rantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya 
ejercido esta función. 

La Ley podrá facultar a la Fiscalía General de la 
Nación para realizar excepcionalmente capturas; 



igualmente, la Ley fijará los límites y eventos en que 
proceda la captura. En estos casos el juez que cum-
pla la función de control de garantías lo realizará a 
más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes. 

2. Adelantar registros, allanamientos, incautacio-
nes e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de 
garantías efectuará el control posterior respectivo, a 
más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes, [al solo efecto de determinar su validez]. 

3. Asegurar los elementos materiales probato-
rios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medi-
das adicionales que impliquen afectación de derechos 
fundamentales, deberá obtenerse la respectiva 
autorización por parte del juez que ejerza las funcio-
nes de control de garantías para poder proceder a 
ello. 

4. Presentar escrito de acusación ante el juez de 
conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contra-
dictorio, concentrado y con todas las garantías. 

5. Solicitar ante el juez de conocimiento la pre-
clusión de las investigaciones cuando según lo 
dispuesto en la Ley no hubiere mérito para acusar. 

6. Solicitar ante el juez de conocimiento las me-
didas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento 
del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 

7. Velar por la protección de las víctimas, los ju-
rados, los testigos y demás intervinientes en el proce-
so penal, la Ley fijará los términos en que podrán 
intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 

8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Ju-
dicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la Ley. 

9. Cumplir las demás funciones que establezca la 
Ley. 

El Fiscal General y sus delegados tienen compe-
tencia en todo el territorio nacional. 

En el evento de presentarse escrito de acusa-
ción, el Fiscal General o sus delegados deberán 
suministrar, por conducto del juez de conocimiento, 
todos los elementos probatorios e informaciones de 
que tenga noticia incluidos los que le sean favorables 
al procesado. 

Parágrafo 1º. La Procuraduría General de la Na-
ción continuará cumpliendo en el nuevo sistema de 
indagación, investigación y juzgamiento penal, las 
funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 

Parágrafo 2º. Adicionado. Acto Legislativo 06 de 
2011, art. 2º. Atendiendo la naturaleza del bien 
jurídico y la menor lesividad de la conducta punible, el 
legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción 
penal a la víctima o a otras autoridades distintas a la 
Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la 
Fiscalía General de la Nación podrá actuar en forma 
preferente. 

Nota: La parte entre corchetes del numeral 2 fue declara-
da inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia 
C-1092 del 19 de noviembre de 2003. 

Nota: La presente norma había sido adicionada por el art. 
4º del Acto Legislativo 02 de 2003, pero tal norma fue declara-
da inexequible por Corte Constitucional mediante sentencia C-
816 del 30 de agosto de 2004. 

Art. 3°. El artículo 251 de la Constitución Política 
quedará así: 

Funciones especiales del Fiscal General de la 
Nación. Son funciones especiales del Fiscal General 
de la Nación: 

1. Modificado. Acto Legislativo 06 de 2011, art. 
3º. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente 
o por conducto del Vicefiscal General de la Nación o 
de sus delegados de la unidad de Fiscalías ante la 
Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores que 
gocen de fuero constitucional, con las excepciones 
previstas en la Constitución. 

2. Nombrar y remover, de conformidad con la 
Ley, a los servidores bajo su dependencia. 

3. Asumir directamente las investigaciones y pro-
cesos, cualquiera que sea el estado en que se en-
cuentren, lo mismo que asignar y desplazar libremen-
te a sus servidores en las investigaciones y procesos. 
Igualmente, en virtud de los principios de unidad de 
gestión y de jerarquía, determinar el criterio y la 
posición que la Fiscalía deba asumir, sin perjuicio de 
la autonomía de los fiscales delegados en los térmi-
nos y condiciones fijados por la Ley. 

4. Participar en el diseño de la política del Estado 
en materia criminal y presentar proyectos de ley al 
respecto. 

5. Otorgar, atribuciones transitorias a entes públi-
cos que puedan cumplir funciones de Policía Judicial, 
bajo la responsabilidad y dependencia funcional de la 
Fiscalía General de la Nación. 



6. Suministrar al Gobierno información sobre las 
investigaciones que se estén adelantando, cuando 
sea necesaria para la preservación del orden público. 

… 
Art. 5°. Vigencia. El presente Acto Legislativo ri-

ge a partir de su aprobación, pero se aplicará de 
acuerdo con la gradualidad que determine la ley y 
únicamente a los delitos cometidos con posterioridad 
a la vigencia que en ella se establezca. La aplicación 
del nuevo sistema se iniciará en los distritos judiciales 
a partir del 1° de enero de 2005 de manera gradual y 
sucesiva. El nuevo sistema deberá entrar en plena 
vigencia a más tardar el 31 de diciembre del 2008. 

… 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2002 
(agosto 6) 

por el cual se modifica el período de los gobernadores, diputados, 
alcaldes, concejales y ediles 

DECRETA: 
Art. 1°. El artículo 303 de la Constitución Política 

quedará así: 
Gobernadores. En cada uno de los departamen-

tos habrá un Gobernador que será jefe de la adminis-
tración seccional y representante legal del departa-
mento; el gobernador será agente del Presidente de 
la República para el mantenimiento del orden público 
y para la ejecución de la política económica general, 
así como para aquellos asuntos que mediante conve-
nios la Nación acuerde con el departamento. Los 
gobernadores serán elegidos popularmente para 
períodos institucionales de cuatro (4) años y no 
podrán ser reelegidos para el período siguiente. 

La ley fijará las calidades, requisitos, inhabilida-
des e incompatibilidades de los gobernadores; regla-
mentará su elección; determinará sus faltas absolutas 
y temporales; y la forma de llenar estas últimas y 
dictará las demás disposiciones necesarias para el 
normal desempeño de sus cargos. 

Siempre que se presente falta absoluta a más de 
dieciocho (18) meses de la terminación del período, 
se elegirá gobernador para el tiempo que reste. En 
caso de que faltare menos de dieciocho (18) meses, 
el Presidente de la República designará un Goberna-
dor para lo que reste del período, respetando el 
partido, grupo político o coalición por el cual fue 
inscrito el gobernador elegido. 

Art. 2°. Ver artículo 299 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 1996, art. 
1°. 

Art. 3°. El artículo 314 de la Constitución Política 
quedará así: 

Alcaldes municipales. En cada municipio habrá 
un alcalde, jefe de la administración local y represen-
tante legal del municipio, que será elegido popular-
mente para períodos institucionales de cuatro (4) 
años, y no podrá ser reelegido para el período si-
guiente. 

Siempre que se presente falta absoluta a más de 
dieciocho (18) meses de la terminación del período, 
se elegirá alcalde para el tiempo que reste. En caso 
de que faltare menos de dieciocho (18) meses, el 
gobernador designará un alcalde para lo que reste del 
período, respetando el partido, grupo político o coali-
ción por el cual fue inscrito el alcalde elegido. 

El presidente y los gobernadores, en los casos 
taxativamente señalados por la Ley, suspenderán o 
destituirán a los alcaldes. 

La Ley establecerá las sanciones a que hubiere 
lugar por el ejercicio indebido de esta atribución. 

Art. 4°. El artículo 312 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2007, art. 5º. 
Concejos municipales y concejales. En cada munici-
pio habrá una corporación político-administrativa 
elegida popularmente para períodos de cuatro (4) 
años que se denominará concejo municipal, integrado 
por no menos de 7, ni más de 21 miembros según lo 
determine la Ley de acuerdo con la población respec-
tiva. Esta corporación podrá ejercer control político 
sobre la administración municipal. 

La Ley determinará las calidades, inhabilidades, 
e incompatibilidades de los concejales y la época de 
sesiones ordinarias de los concejos. Los concejales 
no tendrán la calidad de empleados públicos. 

La Ley podrá determinar los casos en que tengan 
derecho a honorarios por su asistencia a sesiones. 

Su aceptación de cualquier empleo público cons-
tituye falta absoluta. 

Art. 5°. El artículo 323 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 03 de 2019, art. 1º. 
Concejo distrital, concejales, juntas administradoras 
locales, ediles y alcalde mayor. El Concejo Distrital se 
compondrá de cuarenta y cinco (45) concejales. En 
cada una de las localidades habrá una junta adminis-
tradora elegida popularmente para períodos de cuatro 
(4) años que estará integrada por no menos de siete 



ediles, según lo determine el Concejo Distrital, aten-
dida la población respectiva. 

El Alcalde Mayor será elegido para un período de 
cuatro años, por el 40 por ciento de los votos que, de 
manera secreta y directa, depositen los ciudadanos 
con las formalidades que determine la ley, siempre 
que sobrepase al segundo candidato más votado por 
10 puntos porcentuales. 

Si ningún candidato obtiene dicha mayoría, se 
celebrará una nueva votación que tendrá lugar tres 
semanas más tarde, en la que solo participarán los 
dos candidatos que hubieren obtenido las más altas 
votaciones. Será declarado Alcalde Mayor quien 
obtenga el mayor número de votos, en la segunda 
vuelta. 

La elección de Alcalde Mayor, de concejales dis-
tritales y de ediles se hará en un mismo día por 
períodos de cuatro (4) años y el alcalde no podrá ser 
reelegido para el período siguiente. 

Siempre que se presente falta absoluta a más de 
dieciocho (18) meses de la terminación del período, 
se elegirá alcalde mayor para el tiempo que reste. En 
caso de que faltare menos de dieciocho (18) meses, 
el Presidente de la República designará alcalde 
mayor para lo que reste del período, respetando el 
partido, grupo político o coalición por el cual fue 
inscrito el alcalde elegido. Los alcaldes locales serán 
designados por el Alcalde Mayor de terna enviada por 
la correspondiente junta administradora. 

En los casos taxativamente señalados por la ley, el 
Presidente de la República suspenderá o destituirá al 
Alcalde Mayor. Los concejales y los ediles no podrán 
hacer parte de las juntas directivas de las entidades 
descentralizadas. 

Parágrafo. Los dos candidatos que participen en 
la segunda vuelta podrán ajustar, conforme los 
acuerdos programáticos que adelanten, su programa 
de Gobierno, el cual deberá publicarse en medio de 
amplia circulación ocho (8) días hábiles antes de la 
segunda vuelta. 

Art. 6°. El período de los miembros de las Juntas 
Administradoras locales a las que se refiere el artículo 
318 de la Constitución Política será de cuatro años. 

Las normas sobre períodos de Alcaldes y Conce-
jales Municipales de este Acto Legislativo se aplica-
rán también a los de los Distritos. 

… 
Art. 8°. Vigencia. El presente Acto Legislativo ri-

ge a partir de la fecha de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2002 
(enero 25) 

por medio de la cual se reforma el artículo 96 de la Constitución 
Política 

DECRETA: 
Art. 1°. El artículo 96 de la Constitución Política 

quedará así: 
Nacionalidad colombiana. Son nacionales colom-

bianos: 
1. Por nacimiento: 
a) Los naturales de Colombia, que con una de 

dos condiciones: que el padre o la madre hayan sido 
naturales o nacionales colombianos o que, siendo 
hijos de extranjeros, alguno de sus padres estuviere 
domiciliado en la República en el momento del naci-
miento y; 

b) Los hijos de padre o madre colombianos que 
hubieren nacido en tierra extranjera y luego se domi-
ciliaren en territorio colombiano o registraren en una 
oficina consular de la República. 

2. Por adopción: 
a) Los extranjeros que soliciten y obtengan carta 

de naturalización, de acuerdo con la ley, la cual esta-
blecerá los casos en los cuales se pierde la nacionali-
dad colombiana por adopción; 

b) Los Latinoamericanos y del Caribe por naci-
miento domiciliados en Colombia, que con autorización 
del Gobierno y de acuerdo con la Ley y el principio de 
reciprocidad, pidan ser inscritos como colombianos 
ante la municipalidad donde se establecieren, y; 

c) Los miembros de los pueblos indígenas que 
comparten territorios fronterizos, con aplicación del 
principio de reciprocidad según tratados públicos. 

Ningún colombiano por nacimiento podrá ser pri-
vado de su nacionalidad. La calidad de nacional 
colombiano no se pierde por el hecho de adquirir otra 
nacionalidad. Los nacionales por adopción no estarán 
obligados a renunciar a su nacionalidad de origen o 
adopción. 

Quienes hayan renunciado a la nacionalidad co-
lombiana podrán recobrarla con arreglo a la Ley. 

Art. 2°. Este Acto Legislativo rige a partir de su 
publicación y deroga todas las normas que le sean 
contrarias. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2001 
(diciembre 27) 

por medio del cual se adiciona el artículo 93 de la Constitución 



DECRETA: 
Art. 1°. El inciso final del artículo 93 de la Consti-

tución Política quedará así: 
El Estado colombiano puede reconocer la juris-

dicción de la Corte Penal Internacional en los térmi-
nos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 
de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotencia-
rios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, 
ratificar este tratado de conformidad con el procedi-
miento establecido en esta Constitución. La admisión 
de un tratamiento diferente en materias sustanciales 
por parte del Estatuto de Roma con respecto a las 
garantías contenidas en la Constitución tendrá efec-
tos exclusivamente dentro del ámbito de la materia 
regulada en él. 

Art. 2°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2001 
(julio 30) 

por medio del cual se modifican algunos artículos de la 
Constitución Política 

DECRETA: 
Art. 1°. El parágrafo transitorio del artículo 347 

de la Constitución Política quedará así: 
Durante los años 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 

2007 y 2008 el monto total de las apropiaciones 
autorizadas por la Ley anual de presupuesto para 
gastos generales, diferentes de los destinados al 
pago de pensiones, salud, gastos de defensa, servi-
cios personales, al Sistema General de Participacio-
nes y a otras transferencias que señale la Ley, no 
podrá incrementarse de un año a otro, en un porcen-
taje superior al de la tasa de inflación causada para 
cada uno de ellos, más el uno punto cinco por ciento 
(1.5%). 

La restricción al monto de las apropiaciones, no 
se aplicará a las necesarias para atender gastos 
decretados con las facultades de los Estados de 
Excepción. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
614 del 6 de agosto de 2002, declaró exequible el inciso 
primero del parágrafo transitorio de la presente norma. 

Art. 2°. Ver artículo 356 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 1993, art. 
2°. 

Art. 3°. Ver artículo 357 de la Constitución Políti-
ca, modificado por el Acto Legislativo 01 de 1995, art. 
1°. 

Art. 4°. El presente Acto Legislativo rige a partir 
del 1° de enero del año 2002. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2000 
(agosto 17) 

por el cual se modifica el artículo 52 de la Constitución Política de 
Colombia 
DECRETA: 

Art. 1º. El artículo 52 de la Constitución Política 
quedará así: 

Derecho a la recreación, el deporte y la utiliza-
ción del tiempo libre. El ejercicio del deporte, sus 
manifestaciones recreativas, competitivas y autócto-
nas tienen como función la formación integral de las 
personas, preservar y desarrollar una mejor salud en 
el ser humano. 

El deporte y la recreación, forman parte de la 
educación y constituyen gasto público social. 

Se reconoce el derecho de todas las personas a 
la recreación, a la práctica del deporte y al aprove-
chamiento del tiempo libre. 

El Estado fomentará estas actividades e inspec-
cionará, vigilará y controlará las organizaciones 
deportivas y recreativas cuya estructura y propiedad 
deberán ser democráticas. 

Art. 2º. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación y deroga las normas que le sean 
contrarias. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2000 
(agosto 17) 

por el cual se modifica el inciso 1º del artículo 322 de la 
Constitución Política de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1º. El inciso 1º del artículo 322 de la Consti-

tución Política quedará así: 
Bogotá, Capital de la República y el Departamento 

de Cundinamarca, se organiza como Distrito Capital. 
Art. 2º. El presente Acto Legislativo rige a partir 

de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 1999 
(julio 30) 

por el cual se reforma el artículo 58 de la Constitución Política 
DECRETA: 

Art. 1º. El artículo 58 de la Constitución Política 
quedará así: 



Propiedad privada y expropiación por motivo de 
utilidad pública o interés social. Se garantizan la 
propiedad privada y los demás derechos adquiridos 
con arreglo a las Leyes civiles, los cuales no pueden 
ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. 
Cuando de la aplicación de una Ley expedida por 
motivo de utilidad pública o interés social, resultaren 
en conflicto los derechos de los particulares con la 
necesidad por ella reconocida, el interés privado 
deberá ceder al interés público o social. 

La propiedad es una función social que implica 
obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica. 

El Estado protegerá y promoverá las formas aso-
ciativas y solidarias de propiedad. 

Por motivos de utilidad pública o de interés social 
definidos por el legislador, podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa. 
Esta se fijará consultando los intereses de la comuni-
dad y del afectado. En los casos que determine el 
legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por 
vía administrativa, sujeta a posterior acción conten-
ciosa-administrativa, incluso respecto del precio. 

Nota: La reforma introducida por el artículo 1º del Acto 
Legislativo 01 de 1999 consistió en suprimir los dos últimos 
incisos de la norma originaria, que indicaban: “Con todo, el 
legislador, por razones de equidad, podrá determinar los 
casos en que no haya lugar al pago de indemnización, 
mediante el voto favorable de la mayoría absoluta de los 
miembros de una y otra cámara. 

Las razones de equidad, así como los motivos de utili-
dad pública o de interés social, invocados por el legislador, 
no serán controvertibles judicialmente”. 

Art. 2º. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 1997 
(diciembre 16) 

por medio del cual se modifica el artículo 35 de la Constitución 
Política 

DECRETA: 
Art. 1º. El artículo 35 de la Constitución Política 

quedará así: 
Extradición. La extradición se podrá solicitar, con-

ceder u ofrecer de acuerdo con los tratados públicos y, 
en su defecto, con la Ley. 

Además, la extradición de los colombianos por 
nacimiento se concederá por delitos cometidos en el 
exterior, considerados como tales en la legislación 
penal colombiana. [La ley reglamentará la materia]. 

La extradición no procederá por delitos políticos. 
No procederá la extradición cuando se trate de 

hechos cometidos con anterioridad a la promulgación 
de la presente norma. 

Nota: La expresión señalada entre corchetes “La Ley 
reglamentará la materia”, fue declarada inexequible por la 
Corte Constitucional, mediante sentencia C-543 del 1º de 
octubre de 1998. Bajo la misma sentencia fue declarado 
exequible el último inciso de la presente norma. 

Art. 2º. El presente Acto Legislativo regirá a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 1996 
(enero 15) 

por el cual se modifican los artículos 299 y 300 de la Constitución 
Política 

DECRETA: 
Art. 1º. El artículo 299 de la Constitución Política 

quedará así: 
Modificado. Acto Legislativo 02 de 2002, art. 2º. 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2007, art. 3º. Asam-
bleas departamentales y diputados. En cada departa-
mento habrá una corporación político-administrativa 
de elección popular que se denominará asamblea 
departamental, la cual estará integrada por no menos 
de once (11) miembros ni más de treinta y uno (31). 
Dicha corporación gozará de autonomía administrati-
va y presupuesto propio, y podrá ejercer control 
político sobre la administración departamental. 

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades 
de los diputados será fijado por la Ley. No podrá ser 
menos estricto que el señalado para los congresistas 
en lo que corresponda. El período de los diputados 
será de cuatro (4) años y tendrá la calidad de servido-
res públicos. 

Para ser elegido diputado se requiere ser ciuda-
dano en ejercicio, no haber sido condenado a pena 
privativa de la libertad, con excepción de los delitos 
políticos o culposos y haber residido en la respectiva 
circunscripción electoral durante el año inmediata-
mente anterior a la fecha de la elección. 

Los miembros de la asamblea departamental 
tendrán derecho a una remuneración durante las 
sesiones correspondientes y estarán amparados por 
un régimen de prestaciones y seguridad social, en los 
términos que fijen la Ley. 

Art. 2º. El artículo 300 de la Constitución Política 
quedará así: 

Funciones de las asambleas departamentales. 
Corresponde a las asambleas departamentales por 
medio de ordenanzas: 



1º) Reglamentar el ejercicio de las funciones y la 
prestación de los servicios a cargo del departamento. 

2º) Expedir las disposiciones relacionadas con la 
planeación, el desarrollo económico y social, el apoyo 
financiero y crediticio a los municipios, el turismo, el 
transporte, el ambiente, las obras públicas, las vías 
de comunicación y el desarrollo de sus zonas de 
frontera. 

3º) Adoptar de acuerdo con la Ley los planes y 
programas de desarrollo económico y social y los de 
obras públicas, con la determinación de las inversio-
nes y medidas que se consideren necesarias para 
impulsar su ejecución y asegurar su cumplimiento. 

4º) Decretar, de conformidad con la Ley, los tribu-
tos y contribuciones necesarios para el cumplimiento 
de las funciones departamentales. 

5º) Expedir las normas orgánicas del presupues-
to departamental y el presupuesto anual de rentas y 
gastos. 

6º) Con sujeción a los requisitos que señale la 
ley, crear y suprimir municipios, segregar y agregar 
territorios municipales, y organizar provincias. 

7º) Determinar la estructura de la administración 
departamental, las funciones de sus dependencias, 
las escalas de remuneración correspondientes a sus 
distintas categorías de empleo; crear los estableci-
mientos públicos y las empresas industriales o co-
merciales del departamento y autorizar la formación 
de sociedades de economía mixta. 

8º) Dictar normas de policía en todo aquello que 
no sea materia de disposición legal. 

9º) Autorizar al gobernador del Departamento para 
celebrar contratos, negociar empréstitos, enajenar 
bienes y ejercer, pro tempore, precisas funciones de las 
que corresponden a las asambleas departamentales. 

10) Regular, en concurrencia con el municipio, el 
deporte, la educación y la salud en los términos que 
determine la Ley; y 

11) Solicitar informe sobre el ejercicio de sus fun-
ciones al contralor general del departamento, secreta-
rios de gabinete, jefes de departamentos administrati-
vos y directores de institutos descentralizados del 
orden departamental. 

12) Cumplir las demás funciones que les asignen 
la Constitución y la Ley. 

Los planes y programas de desarrollo y de obras 
públicas, serán coordinados e integrados con los 
planes y programas municipales, regionales y nacio-
nales. 

Las ordenanzas a que se refieren los numerales 
3º, 5º y 7º de este artículo, las que decreten inversio-
nes, participaciones o cesiones de rentas y bienes 
departamentales y las que creen servicios a cargo del 
departamento o los traspasen a él, solo podrán ser 
dictadas o reformadas a iniciativa del gobernador. 

13) Adicionado. Acto Legislativo 01 de 2007, art. 
4º. Citar y requerir a los secretarios del despacho del 
gobernador para que concurran a las sesiones de la 
asamblea. Las citaciones deberán hacerse con una 
anticipación no menor de cinco días y formularse en 
cuestionario escrito. En caso de que los secretarios 
del despacho del gobernador no concurran, sin 
excusa aceptada por la asamblea, ésta podrá propo-
ner moción de censura. Los secretarios deberán ser 
oídos en la sesión para la cual fueron citados, sin 
perjuicio de que el debate continúe en las sesiones 
posteriores por decisión de la asamblea. El debate no 
podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y 
deberá encabezar el orden del día de la sesión. 

14) Adicionado. Acto Legislativo 01 de 2007, art. 
4º. Proponer moción de censura respecto de los 
secretarios de despacho del gobernador por asuntos 
relacionados con funciones propias del cargo, o por 
desatención a los requerimientos y citaciones de la 
asamblea. La moción de censura deberá ser propues-
ta por la tercera parte de los miembros que componen 
la asamblea. La votación se hará entre el tercero y el 
décimo día siguientes a la terminación del debate, 
con audiencia pública del funcionario respectivo. Su 
aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos 
terceras partes de los miembros que integran la 
corporación. Una vez aprobada, el funcionario queda-
rá separado de su cargo. Si fuere rechazada, no 
podrá presentarse otra sobre la misma materia a 
menos que la motiven hechos nuevos. La renuncia 
del funcionario respecto del cual se haya promovido 
moción de censura no obsta para que la misma sea 
aprobada conforme a lo previsto en este artículo. 

Art. 3º. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 1995 
(diciembre 21) 

por medio del cual se adiciona el artículo 221 de la Constitución 
Política en relación con la integración de cortes o tribunales 

militares 
DECRETA: 

Art. 1º. El artículo 221 de la Constitución Política 
quedará así: 



Modificado. Acto Legislativo 01 de 2015, art. 1º. 
El fuero militar. De las conductas punibles cometidas 
por los miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán 
las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo 
a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales 
cortes o tribunales estarán integrados por miembros 
de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro.  

En la investigación y juzgamiento de las conductas 
punibles de los miembros de la Fuerza Pública, en 
relación con un conflicto armado o un enfrentamiento 
que reúna las condiciones objetivas del Derecho 
Internacional Humanitario, se aplicarán las normas y 
principios de este. Los jueces y fiscales de la justicia 
ordinaria y de la Justicia Penal Militar o Policial que 
conozcan de las conductas de los miembros de la 
Fuerza Pública deberán tener formación y conocimiento 
adecuado del Derecho Internacional Humanitario.  

La Justicia Penal Militar o Policial será indepen-
diente del mando de la Fuerza Pública. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
084 del 24 de febrero de 2016, declaró exequible la expre-
sión “En la investigación y juzgamiento de las conductas 
punibles de los miembros de la Fuerza Pública, en relación 
con un conflicto armado o un enfrentamiento que reúna las 
condiciones objetivas del Derecho Internacional Humanitario, 
se aplicarán las normas y principios de este”. 

Art. 2º. El presente Acto Legislativo rige a partir 
de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 1995 
(diciembre 1º) 

por el cual se adiciona el artículo 357 de la Constitución Política 
DECRETA: 

Art. 1º. El artículo 357 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2001, art. 3º. 
Modificado. Acto Legislativo 04 de 2007, art. 4º. Incre-
mento del monto de participaciones. El Sistema Gene-
ral de Participaciones de los Departamentos, Distritos y 
Municipios se incrementará anualmente en un porcen-
taje igual al promedio de la variación porcentual que 
hayan tenido los ingresos corrientes de la Nación 
durante los cuatro (4) años anteriores, incluido el 
correspondiente al aforo del presupuesto en ejecución. 

Para efectos del cálculo de la variación de los in-
gresos corrientes de la Nación a que se refiere el 
inciso anterior, estarán excluidos los tributos que se 
arbitren por medidas de estado de excepción salvo 
que el Congreso, durante el año siguiente, les otorgue 
el carácter permanente. 

El diecisiete por ciento (17%) de los recursos de 
Propósito General del Sistema General de Participa-
ciones, será distribuido entre los municipios con 
población inferior a 25.000 habitantes. Estos recursos 
se destinarán exclusivamente para inversión, confor-
me a las competencias asignadas por la Ley. Estos 
recursos se distribuirán con base en los mismos 
criterios de población y pobreza definidos por la Ley 
para la Participación de Propósito General. 

Los municipios clasificados en las categorías 
cuarta, quinta y sexta, de conformidad con las normas 
vigentes, podrán destinar libremente, para inversión y 
otros gastos inherentes al funcionamiento de la 
administración municipal, hasta un cuarenta y dos 
(42%) de los recursos que perciban por concepto del 
Sistema General de Participaciones de Propósito 
General, exceptuando los recursos que se distribuyan 
de acuerdo con el inciso anterior. 

Cuando una entidad territorial alcance coberturas 
universales y cumpla con los estándares de calidad 
establecidos por las autoridades competentes, en los 
sectores de educación, salud y/o servicios públicos 
domiciliarios de agua potable y saneamiento básico, 
previa certificación de la entidad nacional competente, 
podrá destinar los recursos excedentes a inversión en 
otros sectores de su competencia. El Gobierno 
Nacional reglamentará la materia. 

Parágrafo transitorio 1°. El monto del Sistema 
General de Participaciones, SGP, de los Departamen-
tos, Distritos y Municipios se incrementará tomando 
como base el monto liquidado en la vigencia anterior. 
Durante los años 2008 y 2009 el SGP se incrementará 
en un porcentaje igual al de la tasa de inflación 
causada, más una tasa de crecimiento real de 4%. 
Durante el año 2010 el incremento será igual a la tasa 
de inflación causada, más una tasa de crecimiento 
real de 3.5%. Entre el año 2011 y el año 2016 el 
incremento será igual a la tasa de inflación causada, 
más una tasa de crecimiento real de 3%. 

Parágrafo transitorio 2º. Si la tasa de crecimiento 
real de la economía (Producto Interno Bruto, PIB) 
certificada por el DANE para el año respectivo es 
superior al 4%, el incremento del SGP será igual a la 
tasa de inflación causada, más la tasa de crecimiento 
real señalada en el parágrafo transitorio 1º del pre-
sente artículo, más los puntos porcentuales de dife-
rencia resultantes de comparar la tasa de crecimiento 
real de la economía certificada por el DANE y el 4%. 
Estos recursos adicionales se destinarán a la aten-
ción integral de la primera infancia. El aumento del 
SGP por mayor crecimiento económico de que trata el 



presente parágrafo, no generará base para la liquida-
ción del SGP en años posteriores. 

Parágrafo transitorio 3°. El Sistema General de 
Participaciones, SGP, tendrá un crecimiento adicional a 
lo establecido en los parágrafos transitorios anteriores 
para el sector educación. La evolución de dicho creci-
miento adicional será así: en los años 2008 y 2009 de 
uno punto tres por ciento (1.3%), en el año 2010 de uno 
punto seis por ciento (1.6%), y durante los años 2011 a 
2016 de uno punto ocho por ciento (1.8%). En cada 
uno de estos años, este aumento adicional del Sistema 
no generará base para la liquidación del monto del SGP 
de la siguiente vigencia. Estos recursos se destinarán 
para cobertura y calidad. 

Parágrafo transitorio 4º. El Gobierno Nacional de-
finirá unos criterios y transiciones en la aplicación de 
los resultados del último censo realizado, con el 
propósito de evitar los efectos negativos derivados de 
las variaciones de los datos censales en la distribu-
ción del Sistema General de Participaciones. El 
Sistema orientará los recursos necesarios para que 
de ninguna manera, se disminuyan por razón de la 
población, los recursos que reciben las entidades 
territoriales actualmente. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante sentencia C-
614 del 6 de agosto de 2002, declaró exequibles el inciso 
tercero y los parágrafos transitorios 1º y 2º y 3º de la presen-
te norma. 

Art. 2º. Este Acto Legislativo rige a partir de su 
promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 03 DE 1993 
(diciembre 15) 

por el cual se adicionan los artículos 134 y 261 de la Constitución 
Política de Colombia 

DECRETA: 
Art. 1º. El artículo 134 de la Constitución Política 

quedará así: 
Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 6º. 

Modificado. Acto Legislativo 02 de 2015, art. 4º. 
Faltas y reemplazo de congresistas. Los miembros de 
las Corporaciones Públicas de elección popular no 
tendrán suplentes. Solo podrán ser reemplazados en 
los casos de faltas absolutas o temporales que 
determine la ley, por los candidatos no elegidos que, 
según el orden de inscripción o votación obtenida, le 
sigan en forma sucesiva y descendente en la misma 
lista electoral.  

En ningún caso podrán ser reemplazados quie-
nes sean condenados por delitos comunes relaciona-

dos con pertenencia, promoción o financiación a 
grupos armados ilegales o actividades de narcotráfi-
co; dolosos contra la administración pública; contra 
los mecanismos de participación democrática, ni por 
Delitos de Lesa Humanidad. Tampoco quienes 
renuncien habiendo sido vinculados formalmente en 
Colombia a procesos penales por la comisión de tales 
delitos, ni las faltas temporales de aquellos contra 
quienes se profiera orden de captura dentro de los 
respectivos procesos.  

Para efectos de conformación de quórum se ten-
drá como número de miembros la totalidad de los 
integrantes de la Corporación con excepción de 
aquellas curules que no puedan ser reemplazadas. La 
misma regla se aplicará en los eventos de impedi-
mentos o recusaciones aceptadas.  

Si por faltas absolutas que no den lugar a reem-
plazo los miembros de cuerpos colegiados elegidos 
en una misma circunscripción electoral quedan 
reducidos a la mitad o menos, el Consejo Nacional 
Electoral convocará a elecciones para llenar las 
vacantes, siempre y cuando falten más de veinticua-
tro (24) meses para la terminación del período.  

Parágrafo transitorio. Mientras el legislador regu-
la el régimen de reemplazos, se aplicarán las siguien-
tes reglas: i) Constituyen faltas absolutas que dan 
lugar a reemplazo, la muerte, la incapacidad física 
absoluta para el ejercicio del cargo, la declaración de 
nulidad de la elección, la renuncia justificada y acep-
tada por la respectiva corporación, la sanción discipli-
naria consistente en destitución, y la pérdida de 
investidura. ii) Constituyen faltas temporales que dan 
lugar a reemplazo, la licencia de maternidad y la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad por 
delitos distintos a los mencionados en el presente 
artículo.  

La prohibición de reemplazos se aplicará para las 
investigaciones judiciales que se iniciaron a partir de 
la vigencia del Acto Legislativo número 01 de 2009, 
con excepción del relacionado con la comisión de 
delitos contra la administración pública que se aplica-
rá para las investigaciones que se inicien a partir de la 
vigencia del presente Acto Legislativo. 

Art. 2º. El artículo 261 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2009, art. 10. 
Derogado. Acto Legislativo 02 de 2015, art. 26. Subro-
gado. Acto Legislativo 02 de 2015, art. 26. Calendario 
electoral. La elección del Presidente y Vicepresidente 
no podrá coincidir con otra elección. La de Congreso se 



hará en fecha separada de la elección de autoridades 
departamentales y municipales. 

Parágrafo 2º. El numeral 3º del artículo 180 de la 
Constitución Política quedará así: 

Ser miembros de juntas o consejos directivos de 
entidades descentralizadas de cualquier nivel o de 
instituciones que administren tributos. 

Art. 3º. Este Acto rige a partir de su promulga-
ción. 

ACTO LEGISLATIVO 02 DE 1993 
(noviembre 23) 

por el cual se adoptan medidas transitorias 
DECRETA: 

Art. 1º. El artículo transitorio 60 de la Constitu-
ción Política quedará así: 

Para los efectos de la aplicación de los artículos 
346 y 355 constitucionales y normas concordantes, el 
Plan Nacional de Desarrollo para los años 1993 y 
1994 y hasta cuando entre en vigencia el aprobado 
por el Congreso de la República, en los términos y 
condiciones establecidos en la actual Constitución 
Política, será el que corresponda a las leyes anuales 
del Presupuesto de Rentas y de Apropiaciones de la 
Nación. El proyecto de ley respectivo presentado por 
el Gobierno desarrollará los programas, proyectos y 
planes aprobados por el Consejo Nacional de Política 
Económica y Social (CONPES). 

Tratándose de Planes de Desarrollo Departa-
mentales, Distritales y Municipales serán considera-
dos los aprobados por la respectiva Corporación 
Pública Territorial. 

Si presentado el Proyecto del Plan de Desarrollo 
por el respectivo Jefe de Administración de la entidad 
territorial, no fuere expedido por la Corporación 
Pública antes del vencimiento del siguiente período 
de sesiones ordinarias a la vigencia de este acto 
legislativo, aquél por medio de Decreto le impartirá su 
validez legal. Dicho Plan regirá por el término esta-
blecido en la Ley. 

Art. 2º. El Acto Legislativo, rige a partir de la fe-
cha de su promulgación. 

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 1993 
(agosto 17) 

por medio del cual se erige a la ciudad de Barranquilla, Capital 
del Departamento del Atlántico, en Distrito Especial, Industrial 

y Portuario 
DECRETA: 

Art. 1º. La ciudad de Barranquilla se organiza 
como Distrito Especial, Industrial y Portuario. 

El Distrito abarcará además la comprensión terri-
torial del barrio de Las Flores de esta misma ciudad, 
el corregimiento de La Playa del Municipio de Puerto 
Colombia y el tajamar occidental de Bocas de Ceniza 
en el Río Magdalena, sector Ciénaga de Mallorquín, 
en el Departamento del Atlántico. 

Su régimen político, fiscal y administrativo será el 
que determinen la Constitución y las leyes especiales 
que para el efecto se dicten, y en lo no dispuesto en 
ellas, las disposiciones vigentes para los municipios. 

Art. 2º. El artículo 356 de la Constitución Política 
quedará así: 

Modificado. Acto Legislativo 01 de 2001, art. 2º. 
Fijación de cargas y su financiación. Salvo lo dispues-
to por la Constitución, la ley, a iniciativa del Gobierno, 
fijará los servicios a cargo de la Nación y de los 
Departamentos, Distritos, y Municipios. Para efecto 
de atender los servicios a cargo de estos y a proveer 
los recursos para financiar adecuadamente su presta-
ción, se crea el Sistema General de Participaciones 
de los Departamentos, Distritos y Municipios. 

Los Distritos tendrán las mismas competencias 
que los municipios y departamentos para efectos de 
la distribución del Sistema General de Participaciones 
que establezca la Ley. 

Para estos efectos, serán beneficiarias las enti-
dades territoriales indígenas, una vez constituidas. 
Así mismo, la ley establecerá como beneficiarios a los 
resguardos indígenas, siempre y cuando estos no se 
hayan constituido en entidad territorial indígena. 

Inc. 4º. Modificado. Acto Legislativo 04 de 2007, 
art. 1º. Los recursos del Sistema General de Partici-
paciones de los departamentos, distritos y municipios 
se destinarán a la financiación de los servicios a su 
cargo, dándole prioridad al servicio de salud, los 
servicios de educación preescolar, primaria, secunda-
ria y media, y servicios públicos domiciliarios de agua 
potable y saneamiento básico, garantizando la pres-
tación y la ampliación de coberturas con énfasis en la 
población pobre. 

Teniendo en cuenta los principios de solidaridad, 
complementariedad y subsidiariedad, la Ley señalará 
los casos en los cuales la Nación podrá concurrir a la 
financiación de los gastos en los servicios que sean 
señalados por la ley como de competencia de los 
departamentos, distritos y municipios. 

La Ley reglamentará los criterios de distribución 
del Sistema General de Participaciones de los Depar-



tamentos, Distritos, y Municipios, de acuerdo con las 
competencias que le asigne a cada una de estas 
entidades; y contendrá las disposiciones necesarias 
para poner en operación el Sistema General de 
Participaciones de estas, incorporando principios 
sobre distribución que tengan en cuenta los siguien-
tes criterios: 

a) Modificado. Acto Legislativo 04 de 2007, art. 
2º. Para educación, salud y agua potable y sanea-
miento básico: población atendida y por atender, 
reparto entre población urbana y rural, eficiencia 
administrativa y fiscal, y equidad. En la distribución 
por entidad territorial de cada uno de los componen-
tes del Sistema General de Participaciones, se dará 
prioridad a factores que favorezcan a la población 
pobre, en los términos que establezca la Ley. 

b) Para otros sectores: población, reparto entre 
población y urbana y rural, eficiencia administrativa y 
fiscal, y pobreza relativa. 

No se podrá descentralizar competencias sin la 
previa asignación de los recursos fiscales suficientes 
para atenderlas. 

Los recursos del Sistema General de Participa-
ciones de los Departamentos, Distritos, y Municipios 
se distribuirán por sectores que defina la Ley. 

El monto de recursos que se asigne para los sec-
tores de salud y educación, no podrá ser inferior al 
que se transfería a la expedición del presente Acto 
Legislativo a cada uno de estos sectores. 

Adicionado. Acto Legislativo 04 de 2007, art. 3º. 
El Gobierno Nacional definirá una estrategia de 
monitoreo, seguimiento y control integral al gasto 
ejecutado por las entidades territoriales con recursos 
del Sistema General de Participaciones, para asegu-
rar el cumplimiento de metas de cobertura y calidad. 
Esta estrategia deberá fortalecer los espacios para la 
participación ciudadana en el control social y en los 
procesos de rendición de cuentas. 

Adicionado. Acto Legislativo 04 de 2007, art. 3º. 
Para dar aplicación y cumplimiento a lo dispuesto en 
el inciso anterior, el Gobierno Nacional, en un término 

no mayor a seis (6) meses contados a partir de la 
expedición del presente Acto Legislativo, regulará, 
entre otros aspectos, lo pertinente para definir los 
eventos en los cuales está en riesgo la prestación 
adecuada de los servicios a cargo de las entidades 
territoriales, las medidas que puede adoptar para 
evitar tal situación y la determinación efectiva de los 
correctivos necesarios a que haya lugar. 

Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2007, art. 1º. 
Modificado. Acto Legislativo 02 de 2018, art. 1º. Las 
ciudades de Buenaventura y Tumaco se organizan 
como Distritos Especiales, Industriales, Portuarios, 
Biodiversos y Ecoturísticos. Su régimen político, fiscal 
y administrativo será el que determine la Constitución 
y las leyes especiales, que para el efecto se dicten, y 
en lo no dispuesto en ellas, las normas vigentes para 
los municipios. 

Adicionado. Acto Legislativo 01 de 2019, art. 1º. 
La ciudad de Barrancabermeja se organiza como 
Distrito Especial Portuario, Biodiverso, Industrial y 
Turístico. Su régimen político, fiscal y administrativo 
será el que determine la Constitución y las leyes 
especiales que para el efecto se dicten, y en lo no 
dispuesto en ellas las normas vigentes para los 
municipios. 

Adicionado. Acto Legislativo 01 de 2021, art. 1º. La 
ciudad de Medellín se organiza como Distrito Especial 
de Ciencia, Tecnología e Innovación. Su régimen 
político y fiscal será el previsto en la Constitución y las 
leyes especiales que para el efecto se dicten. 

Parágrafo. Adicionado. Acto Legislativo 01 de 
2021, art. 1º. La ciudad de Medellín como Distrito 
Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación y las 
demás ciudades que se organicen como distritos 
especiales no estarán obligados a efectuar ajustes 
administrativos que aumenten sus costos. La Ley 
podrá crear mecanismos adicionales a los existentes 
que fomenten y promocionen desarrollos en ciencia, 
tecnología e innovación. 

Art. 3º. Este Acto Legislativo rige desde su pro-
mulgación. 

 


